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ALEGATOS FINALES ESCRITOS DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

DE DERECHOS HUMANOS EN EL CASO POR LA RESPONSABILIDAD DE
LA REPUBUCA DE COLOMBIA EN LA DESAPARICIÓN DE 19

COMERCIANTES

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Comisión") se dirige a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en
adelante la "Honorable Corte") a fin de presentar sus alegatos finales escritos
sobre el caso de la desaparición de 19 Comerciantes por acción de grupos
paramilitares con la colaboración de agentes de la República de Colombia (en
adelante "el I lustre Estado") en violación de los derechos a la vida, la libertad
e integridad personales, y la protección judicial de las víctimas y sus
familiares conforme a los artículos 4, 5, 7, 8(1) Y 25 de la Convenci6n
Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "la Convención
Americana"), en conjunc ión con la obligación genérica establecida en su
artículo 1(1),

2. La prueba documental y testimonial aportada a lo largo del
proceso confirma que el 6 de octubre de 1987 los comerciantes Alvaro Lobo
Pacheco, Gerson Rodríguez, Israel Pundor, Ángel Barrera, Antonio Flórez
Contreras, Carlos Arturo Riatiga, Víctor Avala, Alirio Chaparro, Huber Pérez,
Alvaro Camargo, Rubén Pineda, Gilberto ortíz, Reinaldo Corso Vargas,
Hernán Jáuregui, Juan Bautista, Alberto Gómez y Luis Sauza , quienes se
dirigían desde Cúcuta a Medellín portando mercancías, fueron desaparecidos
y ases inados en Puerto Boyacá, regi6n del r"'1agdalena Medio, por un grupo
paramilitar que actuó con el apoyo y la colaboración de miembros de la
Fuerza Pública. La prueba documental y testimonial también confirma que
Juan Montero y Ferney Fernández, quienes se dirigieron a la zona días
después a fin de determinar el paradero de estas 17 víctimas, corrieron igual
suerte y fueron desaparecidos y asesinados en circunstancias similares el 18
de octubre de 1987. Transcurridos 17 años de la desaparición de las
víctimas y a pesar de los miles de folios que dan testimonio de las pruebas
dIsponibles, sólo se ha procesado y condenado a algunos civiles y los
miembros de la Fuerza Pública Involucrados han sido eximidos de
responsabi lidad por la justicia mil itar.

3. El Caso de los 19 Comerciantes es representativo de la comisión
de graves violaciones a los derechos humanos por grupos paramilitares con
la aquiescencia, apoyo y colaboración de miembros de la Fuerza Pública. Se
trata de caso Que ilustra las primeras décadas de esa relación, cobijada por
el marco legal y 105 vínculos institucionales que le dieron origen al fenómeno
del para militarismo en Colombia. Durante el desarrollo del proceso la
Comisión y los representantes de las víctimas -Ia Comisión Colombiana de
Juristas y el Centro para la Justicia y el Derecho Internacional- han
establecido la responsabilidad del Estado colombiano en la formación y
fortalecimiento de los grupos paramilitares que participaron en la
desaparición y muerte de las víctimas. Se ha probado que los civiles
Involucrados gozaban de una relación legal/institucional con la Fuerza 'pública
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2 000713
de la zona, rea lizaban actividades de apoyo al Ejército, rec ibían armamento y
entrenamiento -respaldados por la legislación entonces vigente-y por lo
tanto sus actos le resultan Imputables al Estado. 1 Adicionalmente, se ha
probado que el grupo paramilitar que perpetró la desaparición de los 19
Comerciantes también contó con el apoyo y la participación de miembros de
la Fuerza Pública al planear, consumar y encubrir los hechos materia del
presente caso, con lo cual las graves violaciones perpetradas resultan
también imputables al Estado en forma dIrecta.

l. PRESENTACIÓN DE ARGUMENTOS Y PRUEBAS ANTE LA
HONORABLE CORTE

4. Antes de recap itular de los elementos de hecho y de derecho
que prueban la responsabil idad de la República de Colombia en este caso y
dan soporte a las pretensiones en materia de reparación del daño material e
inmaterial causado en perju icio de las víctimas y sus familiares, corresponde
-como cuestión preliminar-dar respuesta a alegaciones formuladas por el
Ilustre Estado durante el procedimiento escrito y oral respecto de la
producción y va loración de la prueba en el proceso ante el sistema
interamericano.

A. Omisiones en la presentación de la prueba por partes del
ilustre Estado

5. La Comisión ha presentado Informes de intellgencia.
declaraciones y otras pruebas producidas en el contexto de los fallidos o
inconclusos procesos judiciales desarrollados a nivel interno, como parte del
soporte probatorio del presente caso. Algunas de estas piezas fueron
prese ntadas como anexos a la demanda . Asimismo, en esa oportunidad
procesa l se solicitó a través de la Honorable Corte que el Ilustre Estado
produjera copia completa de los expedientes j udiciales.

6. Como es de conoc im iento de la Honorable Corte, y a pesar de la
reiterac ión de esta solicitud con anterioridad a la aud ienc ia sobre el fondo, el
Estado incumplió con su obligación de presentar estos documentos en forma
integra l. Con fecha 14 de abr il de 2004 la Honorable Corte solicitó al Estado
que presentara estas piezas procesales junto a otros elementos necesarios
para la determinación de las reparaciones . En esa oportun idad se solicitó al
Estado que presentara las piezas documentales correspond ientes a más
tardar el 7 de mayo de 2004. Esta solic itud fue reiterada en la aud iencia

1 V<!r Corte I.D.H. CJso 8lake. Sentencia del 24 de enero de J996. párrafos 76 y 78 .
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3 000714
pública celebrada los días 21 y 22 de abril de 2004 y el Ilustre Estado se
comprometió a presentar piezas documentales para esa fecha.

7. En la misma audiencia y en vista del momento procesal y de la
importancia de los elementos de prueba que constan en los procesos
internos, la Comisión hizo entrega de una serie de piezas que 105

representantes de las víctimas lograron recabar a fin de que la Honorable
Corte pudiera tenerlas en cuenta en su deliberación. Las piezas son
documentos judiciales que constan en los procesos internos y que -por lo
tanto- ya son de conocimiento del Ilustre Estado.

8. El plazo establecido por la Honorable Corte y ratificado mediante
Resolución del 24 de mayo de 2004 en la cual la Corte solicitó al Estado que
formulara una serie de precisiones sobre los procesos internos y la
información necesaria para establecer las reparaciones, sin que la Comisión
tenga noticia de si el ilustre Estado ha presentado los documentos de
referencia. Consecuentemente la Comisión ha debido presentar sus alegatos
finales sobre el fondo sin conocer el contenido de los documentos que el
Estado envíe a de las manifestaciones que formule sobre las consultas
plasmadas en la Resolución del 24 de abril de 2004, antes del dictado de la
sentencia sobre fondo y reparaciones.

9. La omisIón por parte del Estado de cumplir con la aportación de
la prueba documental sobre la desapanct ón de los 19 Comerciantes en
condiciones que permitan a la Comisión y a 105 representantes de [as
víctimas saber si existen otras piezas de igualo mayor relevancia para el
esclarecimiento de la responsabilidad estatal en el presente caso, antes de la
presentación de 105 alegatos finales, afecta la igualdad de armas y la
capacidad de presentar y responder argumentos en un caso en el cual de por
sí se alega la violación del derecho a la proteccl6n judicial y las garantías
judiciales. Por lo tanto, fa Comisión solicita a la Honorable Corte se
pronuncie formalmente al respecto en su Sentencia. Este tipo de
incumplimiento, que afecta el esclarecimiento de las violaciones denunciadas,
no debe pasar desapercibido en el contexto del proceso ante la Honorable
Corte.

10 , En cuanto a la información y documentación sobre la
determinación de las reparaciones, corresponde señalar que en su escrito de
reparaciones de fecha 24 de marzo de 2003 la Comisión presentó una serie
de pruebas documentales en sustento de sus argumentos y solicitó a la
Honorable Corte que requiriera al Ilustre Estado la presentación de prueba
documental para mejor proveer y determinar las reparaciones en este caso.
La Honorable Corte mediante nota de la Secretaría de fecha 14 de abril de
2004 y a través de su Resolución de 24 de abril de 2004 requirió al Estado la
presentación de prueba documental para mejor resolver las reparaciones del
caso, con el resultado conocido . Consecuentemente, la Comisión ha decidido
aportar parte de esta información (constancias sobre salarios mínimos
legales mensuales vigentes para la época de los hechos, la expectativa de
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4 000715
vida y el índice de precios al consumidor), en la medida en la que se
encuentra a su alcance y puede asistir a la Honorable Corte en ponderar su
decisión.

2

B. Reafirmación sobre el valor de la prueba presentada por
la Comisión

11. Tanto durante el procedimiento escrito como durante la fase
oral el Ilustre Estado optó consistentemente por cuestionar el valor de la
prueba documental y testimonial aportada por los representantes de las
víctimas y la Comisión . A cont inuación, la ComIs ión deja sentada su posición
sobre la irrelevancia o improcedencia de los cuestionamientas planteados por
el Il ust re Estado.

1. los informes de inteligencia aportados con la demanda

12. La Comisión ha presentado in formes de inteligencia,
declaraciones y otras pruebas producidas en el contexto de los fall idos o
inconclusos procesos judiciales desarrollados a nivel int erno por los entes del
propio Estado, como parte del soporte probatorio del presente caso. Entre
las piezas presentadas como anexos a la demanda constan una serie de
informes de inteligencia producidos por el Departamento Administrativo de
Segu ridad (en adelante "el DAS") ,3 En desarro llo de sus funciones legales el
DAS elaboró varios informes de inteligencia en los cua les recogió
oportunamente información clara, precisa y detallada de la forma como
operaban, para la época de los hechos, los grupos paramilitares en la región
conocida como del Magdalena Medio . En ellos se describen el or igen,
desa rrollo y fortalecimiento de esos grupos paramil itares, como también sus
relaciones con las autoridades civiles y mil itares, la clase política regional y el
narcotráfico a más de incluirse una lista, no exhaustiva, de asesinatos y
masacres por ellos perpetradas.

13 . Durante los alegatos orales el I lustre Estado pretend ió restar
validez a las conclusiones reflejadas en estos informes, en la medida en que
contrarían su posición en el presente caso en cuanto a los v fnculos entre
grupos paramilitares y agentes del Estado, el suministro de armas
entrenamiento y el entend im iento mutuo sobre apoyo a las operaciones
ilegales llevadas a cabo en la región del Magdalena Medio, para la época de
los hechos. Concretamente, señaló que los informes expedidos por el DAS
constituían " un mero informe de inteligencia y que no presentan ni siquiera el
va lor de un indicio probatorio " y que si bien provenían de un organismo

l
AUEXO ALEGATOS FINALES

l
ANEXOS 2. 3 Y 4 DEMA/ JDA.
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5 000716
estatal, debían evaluarse mediante su confrontación con las otras pruebas
obrantes en el expediente. En vista de estas afirmaciones, corresponde
ilustrar en detalle a la Honorable Corte sobre la naturaleza y funciones del
DAS así como sobre el valor de sus informes, a Fin de clarificar la
trascendencia de la prueba aportada junto a la demanda vis -a-vis la
atribución de responsabilidad internacional del Estado en el presente caso.

14 . El DAS es un organismo que hace parte del Poder Ejecutivo
cuyos objetivos, funciones y estructura se encontraban reglamentados -al
momento de los hechos- en el Decreto 1717 de 1960.4 El artículo 10 del
Decreto establece que las atribuciones del DAS consisten en: "(a) ejercer las
funciones de Policía Judicial, como auxiliar de la Rama Jurisdiccional, del
Ministerio de Justicia y del Ministerio Público, cooperando en la investigación
de los delitos; (b) cooperar en el mantenimiento del orden público bajo la
dirección del gobierno y en estrecha colaboración con la Policía Nacional i y
(c) llevar el registro de los extranjeros en el territorio nacional y vigilar el
cumplimiento de las disposiciones sobre extranjeria"." El artículo 3 establece
que a fin de dar cumplimiento a sus funciones el DAS estará estructurado en
una División de Policía Judicial dentro de la cual se encuentra la Sección de
Orden Público. las funciones de la Sección de Orden Público, conforme al
artículo ll(a) del Decreto, consisten en "auxiliar en la prevención e
investigación de los delitos que atenten contra la existencia y la seguridad
interna y externa del Estado y el Régimen Ccnstitucional. ". De hecho, el
Código de Procedimiento Penal tanto en la época en Que sucedieron los
hechos como en la actualidad, prevé Funciones de policía judicial para el DAS,
por lo que sus agentes actúan como órganos auxiliares de la administración
de justicia en la recolección de pruebas ."

15 . En cuanto a la afirmación del Ilustre Estado de que los informes
rendidos por los detectives del DAS no constituyen siquiera un indicio de
responsabilidad, el artículo 65 del Decreto 1717 prevé que :

ANEXO ALEGATOS FINALES. LOS Informes rendidos por el DAS en 105 años 1988 y 1989 se
rino 'ercn oaio el marco juncrco runcionet cescnto, hasta la salida de vigencia del Oecreto de referencia en
1989.

s El artículo 115 de la Cons"tuCl ón Naciona! prevé : "El Presidente de la República es Jefe del
Estado, Jefe del Gobierno y suprema eutonaea administrativa. El Gcbierno Nacional está formado por el
Presidente de la Repúb/¡ca, los ministros del aesoacbo y los directores de departamentos
samuustretivos...",

, Articulo 312 dcl Código d~ Procedimiento Penal: "Servidores p úbncos que ejercer funciones de
poli ela !udlc/JI . Realizan funciones permanentes de policía Judicial r,.. ) 3. La Policía Jud,cial del
Departamento Admlnlstrarlvo de Seguridad...". En el c ódigo de Procedimiento Penal vigente para la
época de los hechos se preveía también la función de pollcia [ud.cia! en cabeza, entre otras autc r.caoes,
del DAS, a qUIen correspondía preferentemente los delitos relacionados con la existencia y seguridad del
Estado. contra el régimen consntucrona i y la seguridad Interior del Estado, contra la adm inistración
púb lica. contra la aorntnlstracl én de justicia. cont ra la fe púb lica, asociación e Instigación para delinqu ir, de
la aoolcqia al CIelito, contra la salud y la Integridad cotecnves: contra la econornla naciona l, la Indust ria y
el cornercrc: centra el sufrag io y la libertad Individual y otras ga"antias (art ;culo 293 ).

_....._------.. .
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6 000717
Los detectives del Departamento Adm inistra tivo de Seguridad, rendirán sus
informes bajo Juramento, sin que sea necesaria su ratIficación posterior, y no
serán sometidos a careos con las personas él quienes formu len cargos . La
fuerza probatoria de tales Informes será libre de aprec iación por parte de los
j ueces, respecto de los hechos o circunstancias que los informant es hayan
conocido por cectaracr ón de terceros o que sean deducidos por criterio
persona l.

En el presente caso no surge de los elementos de prueba ni de los alegatos
del propio Estado el que la " libre aprec iación de los jueces" de los informes
emitidos en 1988 y 1989 haya resultado en un expreso rechazo de su valor,
pertinencia o veracidad .

16. En cualquier caso, los informes que hacen parte del acervo
probatorio del presente caso no fueron refrendados por detectives del DAS
sino por su entonces Director, según consta -por ejemplo-en el documento
t itulado "Informe Adicional sobre la Masacre de los 19 Comerciantes en
Jurisd icción de Puerto Bovac á", aportado por el propio Estado mediante nota
del 20 de mayo de 2.002 a solicitud de la Honorable Corte. Efectivamente,
los in formes de Inteligencia anexados a la demanda de la Comisión fueron
elaborados en respuesta a una solicitud expresa que el entonces Presidente
de la Repúbl ica hiciera al director de la instItución y por lo tanto fueron
suscritos y asumidos directamente por el director de DAS. La credibilidad
que estos informes le merecieron al Poder Ejecutivo y su importancia
quedaron de manifiesto en la expresión de motivos del Decreto 0815 de 1989
med iante el cual se sancionaron camb ios normativos trascendentales
respecto de la legalidad de la relación entre la fuerza públ ica y los grupos
paramilitares. Vale decir que los cambios legislati vos impulsados por el
Presidente de la República en 1989, examinados en detalle lntre, se basaro n
en las conclusiones reflejadas en los informes de Inteligencia rend idos por el
director del DAS.

17. En suma, los informes de inteligencia elaborados por el DAS y
suscriptos por su Director, aportados en respa ldo a las alegacIones de hecho
del presente caso fueron formulados en ejercicio de las funciones legales de
este órgano, entre las cuales se cuenta la de actuar como policía judicial .
Asimismo, las circunstancias en las cuales fueron elaborados y respaldados,
así como la forma en la cual las apreciaciones all í asentadas coinciden con
prueba recogida tanto por los tribunales internos como por la Honorable
Corte , les otorgan gran credibilidad . Por último, el hecho de que hayan sido
tenidos en cuenta a la hora de modificar la legislación que amparaba las
relaciones entre grupos armados de civiles y la fuerza pública, es indicativo
de que fueron valorados en forma altamente positiva por el Estado mismo.
Por lo tanto, la ComIsión solicita a la Honorable Corte que tenga en cuenta
estos informes a la hora de ponderar las alegaciones de hecho y de derecho
de la Comisión y los representantes de las víctimas en el presente caso, y les
oto rgue el valor que merecen al momento de establecer la responsabilidad
del Estado.

.__.-. ~ ._._.
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7 000718
2. El valor de las declaraciones juradas V testimonios

presentados en soporte de las pretensiones en materia de
reparaciones y de los testimonios sobre las alegaciones
de fondo

18. La Comisión ofreció las declaraciones juradas de Marina Lobo
Pacheco, Carmen Rosa Barrera Sánchez, Una Noralba Navarro Flórez, Luz
Marina Pérez Quintero, Miriam Mantilla Sánchez, Manuel Ayala Mantilla, Ana
Murillo de Chaparro, Suney Dinora Jáuregui Jaimes, Rosalbina Suárez y
Ofelia 5uaza Suárez como parte del soporte probatorio de sus pretensiones
en materia de reparaciones.

19. En su Resolución de fecha 22 de abril de 2003 la Honorable
Corte aceptó el ofrecimiento de prueba y definió su objeto o materia de la
siguiente forma: " en su condición de familiares de las presuntas víctimas,
rendirán declaración sobre los supuestos efectos producidos por la alegada
desaparición forzada en su núcleo familiar, en sus relaciones sociales, salud y

demás aspectos que pudieran haberse alteradc'" . La misma Resolución,
determinó que las condiciones en las cuales debían ser rendidas las
declaraciones juradas eran: " ...bajo juramento, de forma escr ita ante notario

público o funcionario judicial"e. Esta prueba fue debIdamente producida,
presentada y transmitida al Ilustre Estado para sus observaciones en las
cuales cuestionó el valor de las declaraciones juradas rendidas por los
familiares de las víctimas -inter alia- por "parcia lidad presunta, nacida de su
interés, en el resultado del caso, como beneficiarla de las prerrogativas
patrimoniales del rnisrnov .?

20 . La noción de que la calidad de famJlJar de las personas que
presentan declaraciones juradas sobre el daño material e inmaterial sufrido
resta valor jurídico a la prueba, resulta improcedente ya que la objeción
parece estar orientada a cuestionar el objeto mismo de las declaraciones: la
ilustración del padecimiento de los familiares de las víctimas por la pérdida
de sus seres queridos y sus consecuencias . En repetidas oportunidades la
Honorable Corte ha informado su apreciación de los hechos y de los daños
materiales e inmateriales causados a las víctimas y a sus familiares mediante
el tes timonio de estos .10 Es inherente al sentido de la prueba el develar el
sufrim iento que justifica la reparación y, a su vez, la magn itud de este

ResolUCión del 22 de abr ,1 de 2003, numeral 1 de la parte resolutiva.

ResoluciÓndel 22 de abri l de 2003, numeral 2 de la parte resolutiva.

; Escrito ce Observac iones del r11nlsterlo oe Defensa de la República oe Colombia ce recna 23 de
JulIO de 2003 .

l O Cfr. Corte LD .H. Caso vlllagran Morales. Sentencia sobre Reparaciones . Serie C. No 77, párr.
69 .
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8 000719
sufrim iento encuentra sustento en la naturaleza ínti ma de la violación o en la
conexión familia r o persona l con la víctima. Por su naturaleza, la
determinación de las reparaciones requ ieren de un concepto persona l,
ind ividual y subjetivo sobre la forma en el cual se ha asimi lado el daño que
requiere ser subsanado.

21. El ofrecimiento de esta prueba documental por parte de la
Com isión estuvo acompañado del ofrecimiento de prueba testimonial y de un
comprensivo peritaje. Si bien el Ilust re Estado se abstuvo de cuestionar los
resu ltados del peritaje basado en los testimonios y las dec larac iones juradas,
el cuestionamiento formulado respecto de la credibilidad de l contenido de las
dec laraciones juradas se extendió a los test imonios rend idos en la audiencia.

22 . En cuanto a los tes t imon ios sob re el fondo rendidos por los
señores Salomón Flórez y la señora Sandra Belinda Montero, el Ilustre Estado
cuestionó sus apreciaciones sobre los vínculos entre los miembros de la
fuerza pública apostados en la zona de los hechos y el grupo paramilitar
involucrado en la desaparición de las víctimas y alegó que no eran objeto de
su testimonio . Al respecto corresponde reafirmar que -por el contrario-las
apreciac iones de los fam iliares de las víct imas que se acercaron al lugar de
los hechos para loca lizar a sus seres queridos, a rIesgo de su propia
seguridad, no sólo son enteramente relevantes sino que son de gran va lor al
momento de determinar la conducta de los age ntes del Estado apostados en
la zona y su relación los grupos paramilitares. La Resolución de la Honorable
Corte de fecha 18 de febrero de 2004 claramente ind ica que el objeto de
estos testimonios incluye cualquier información relevante referida a la forma
y circunstancia en la cual se produjo la desaparición de las víctimas .

23. En vista de lo anterIor, la Comisión solic ita se desestimen los
cuest ionamientos planteados por el Ilustre Estado respecto de la prueba
documenta l y testimonial rendida por los familiares de las víctimas y se le
conceda pleno va lor probatorio a fin de determ inar los hechos, la
consecuente responsabilidad del Estado y su obligación de reparar el daño
causado.

II. ALEGATOS DE HECHO: LA DESAPARICIÓN DE LOS 19
COMERCIANTES, LA RESPONSBILIDAD DE AGENTES DEL
ESTADO Y SU CONTEXTO HISTÓRICO Y LEGAL

24. La Repúbl ica de Colombia propició y fortaleció al paramilitarismo
como mecanismo de lucha contrainsurgente y toleró la com isión de
violaciones a los derechos humanos tanto contra las organizaciones
gue rril leras como contra la población civ ll, En el marco de esa práctica
tolerada por el Estado, un grupo param il itar con la colaboración de miembros
del Ejército perpetró la detención-desaparición de los 19 Comerciantes . Una
vez consumados estos hechos, el Estado Incumpli ó con su deber de
garantizar la protecci ón jud icial de las víctimas y sus fam iliares al abstenerse

-_. ._.._--
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9 000720
de adoptar medidas eficaces y oportunas para establecer el paradero de las
víctimas, identi fi car, juzgar y sancionar a todos los autores de las violaciones
y tampoco para reparar a los fam iliares de las víct imas.

25 . A continuación, la Comisión presenta una breve recap itulación
de los hechos probados como int roducción a sus alegatos finales sobre la
responsabilidad del Estado en el presente caso

A. La desaparición de las víctimas

26. El 4 de octubre de 1987 Alvaro Lobo Pacheco, Gerson
Rodríguez , Israel Pundor, Angel Barrera, Antonio Flórez Contreras, Carlos
Arturo Riatlga, Vfctor Ayala, Alirio Chaparro, Huber Pérez, Alvaro Camargo,
Rubén Pineda, Gllberto Ortiz, Reinaldo Corso Vargas, Hernán Jáuregul, Juan
Bautista, Alberto Gómez y Luis Sauza partieron desde Cúcuta a Medellín. 11

Pasaron la noche en la Ciudad de Ocaña y continuaron su viaje por la vía
Aguachica, San Alberto, Sabana de Torres, la Azufrada y tizama, desde
donde se desprende la carretera a Puerto Arauja y Puerto Bovacá. El 6 de
octubre al rededor de las 11 de la mañana pasaron por el caserío de Puerto
Araujo. donde fueron requisados por el Ejército. En la requ isa se verificó que
llevaban electrodomésticos y no se les encontraron armas. u Los informes
producidos por el DAS, las decIsIones dictadas por la Justicia ord inaria y

castrense,'? así como el testimonio del señor Salomón Flórez,14 coinciden en
señalar que la zona donde se produjeron los hechos se encontraba en ese
momento bajo el control de un grupo paramilitar comandado por Gonzalo
Pérez y sus hijos Henry y Marcelo Pérez. Dichos elementos de prueba
también confirman Que el grupo contaba con el apoyo de las autoridades
militares de la región.

u Los comerciantes -que se despla zaban en un cerníóo rojo placa s UZ0265, una camioneta F3S0
piacas XK3363 co lor vsrde, un taxi placa UZ3780 y un Jeep Nlssan placas MC 2867 color azu l- - debían
alcanzar el pueblo de San Luis el cíe 7 de octubre a la 1 a.m . donde el señor Saúl Bautista flórez los
esperaba con el fIn de dejar los ven 'culos en Ul" garage Que habla conseguido en Bello y llevar a los
come rc iantes il Mede llin .

• l
t esnmoruc resum ido por el Tribunal Superior Mi litar de las Fuerzas MilItares de Colombia,

Proceso 131668-3114-XII-F.77, Auto de cesación de proce dimie nto de l 17 ce marzo de 1998. ANEXO 67
DEMANDA, pág. 23.

,;
El Tribuna l Supenor MIII:ar sel'\aré que " El aparente grupo de autodefensa comandado por

Gonz31c Pérez. H~nry Pére z y Marcelo Pérez. se apoderaron del dorrurno material y psicológico de l área
c;¡ener81de los municipios de Cimitarra, Puerto Berr ío y Puerto Boyacá, zona en la cual ejerclan toda suerte
de cont roles y vig ilancia sobre las personas y las cosas que por allf se rnovurzaban , es decir, no se mov ía
una ~ ola sin su voluntad. situac ión que aunque conoc ida por la Fuerza Pública 1"0 ruc superada sino
después de a10ún r:empo un poco largo y prácto.:amente después de a muerte de Gonzalo Pére2.· Auto de
Cesacrón de ProcedlmlerHo cel 17 de marzo de 1998, ANEXO 67 DEMANDA, p~g. 27.

" Testimonio de Salomón Flóre z, producido en la aud iencia pública celebrada en el sede de la
Cort e in terarnencane el 21 de abril de 2004 .
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10 000721
27. Los testImonios recabados ante la jurisdicción doméstica indican

que la detención, desaparición y posterior ejecución de los comerciantes fue
planeada conjuntamente por el grupo paramilitar que operaba en la zona y
miembros de la V Brigada del Ejército . Concretamente, uno de los testigos
indagados con reserva de ident ificación por el Fiscal Regional de Cúcuta en
1994 indicó que Henry Pérez, Nelson Lesmes, Eduardo Ramirez, Alonso
Baquero y Marcelino Panesso, reunidos en la finca El Diamante acordaron
detener y ejecutar a las víctimas del presente caso.P

28. Los paramilitares enviaron a dos de sus miembros a Lizama
para recibir a la caravana que venia siendo segu ida por el Sargento Otoniel
Hernández. Desde allí la sigu ieron hasta Puerto Ara uja donde los
comerciantes real izaron una parada el 6 de octubre de 1987 al rededor de las
11 de la mañana. Luego pros iguieron por la vía Puerto Boyacá, pasando por
Camposeco, el Cruce de Zambito y el caserío El Ermitaño.

29, Los testimonios recabados en la jurisdicción doméstica y los
informes del inteligencia del DAS ind ican que los vehfculos en los que se
transportaban los 17 comerciantes fueron interceptados a la altura de la finca
El Diamante, tras lo cual los comerciantes fue ron ejecutados y
desmembrados sus restos. " La detención de las víctimas por el grupo
paramil itar de la fami lia Pérez fue confirmada por el informe preparado por el
DAS en 19S5Y El Informe complementario del DAS del 13 de febrero de
1990 señala que tras ser asesinados y descuartizados, los cadáveres de los

I S l.<I ceclaracr ón indIca textua lmente que decid ieron ....matar a los contrabandistas porque tanto
en la Quinta Brigada como en la DiVisión estaban Cl lclendo Que esos cont raband istas estaban jodiendo
mucho y Que eso se comple mentó con la Información Que tenía el batallón Callb ío y la XIV Brigada." Al
ser I nt~rro gado sobre la autor.a mtetectual <le los hechos el test igo señaló que " De la Segunda DIvisión
esteba el Sargento o toruet HerniÍnd ez[ .. ] el comanda nte de la QUinta Bngada (Ganeral Vaca Perilla) Que
por eoca de Henry pere7. decia Que los tenía locos y p reg~ntaba Qué pasaba con esa gente o sea con los
comero antes que esteben haciendo lo Que Querían; el Mayor EcM ndfa [.•) era uno de los enlaces firme.;
de Henry; Que en a dlv lsién estaba Farouk varune Diaz Que era el impulsor de tedas los trabaros que se
hacian en el Magdalena 11edJo· Relación ele la práctica de pruebas del Fiscal de Cúcuta (FI. 130 C03) del
Auto ce Cesación de ProcedimIento del Tribunal S.Jperlor MilItar del 17 de marzo de 1998, ANEXO B7
DEr~ArIDA, págInas 20 y 21.

" "Cuando llegaron a El Diamante le salló el gr "p o especíat que los estaba esper ando, no nubo
disparos ~I no Que le cerra ron el paso y de al'l; los conccj ero-i a la escuela 'Ce ro Uno' V los dos muchachos
que l'Iubian enviado se oevorvieron para puerto llerTlo [pero] supieron que [los mataron] a t iros y los
despr~sa ro n y los la~zaron al río er: el sitIO El Mango en la parte de abaJo de Puerto Zamblto' Relación de
la práctica de pruebas del Fiscal de Cúcuta (FI. 130 C03) del Auto de Cesación de Procedimiento del
Trtbunal Super ior 11dltar del 17 de marzo de 1998, Anexo 87 DEr~ArIDA, págona 21. Cabe aclarar que la
' Escuela Cero Uno" era una escuela param ilitar que lu nciona oa en el km 9 de la via Puerto 80y'ac';
Zamb lto. In fo rme del DAS del 15 de marzo de 1989 , Anexo B3 DEMANDA, PiÍg . 12.

17
"A la altura de la finca El D,ama nte, '~a rce: o P(:rez mstal ó un re tén procediendo interceptar 4

verucutcs (1 caXi negro, un carmonoro 300 y dos camiones ce gran taneJaJe) , en cuya mtenor se
tr ansport aban 17 comerciantes de la ciudad de Bucaraman¡¡a y etectrodornésnees ent re máquinas de
escribir . rnáqumas de coser mcustn ates de 40 puntadas , telev isores a colo r, rollos fotográf icos,
reg lstr~dara s , tendidos de terciopelo y otr os enseres. Departa men :o Adm inIstrat ivo de Seguridad, Centrs l
ae Inte ligencia, " Informe sobre orcanlzacrón de sicar ios Que ooeran e el Magoalena MedIa", 10 de mavo
de 1988, ANEXO ez DEMANDA, pág. 8.

._ -
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11 0007'22
comerciantes fueron arrojados al río Magda lena. Esta versión coincide con la
declaración de Roblnson Gutiérrez de la Cruz."

30. Con relación al destino de Juan Montero y Ferney Fernández,
durante la audíencla pública celebrada el 21 de abril de 2004 la Comisión
presentó el testimonio de Sandra Bellnda Montero. La testigo es esposa del
Víctor Manuel Ayala, una de las personas contratadas por los comerciantes
para conducir los vehículos en su trayecto desde Cúcuta hasta Medellín. Ante
la prolongada ausencia del señor Ayala -quien antes de partir había
expresado preocupación a su esposa por la inseguridad en la zona a transitar
por la caravana- la señora Sandra Be/inda Montero dec'dró InIciar la
búsqueda de su esposo junto su hermano Juan Montero.

Nosotros fu rrnos a... de Bucaramanga nos trasladamos a Bogotá, de Bogotá
nos fuimos a La Dorada, donde posiblemente habíil un am igo de mi he rmano
Que conocía esa región. Allá llamamos trocha, Que son Jos caminos para llegar
a.. trocha es, es algo pedregoso, algo así Imposible de transitar en un carro
pero así, así fuimos hasta allá. El señor casualmente no estaba, pero mi
hermano dijo : no vamos a perder tiempo, bajemos, yo me voy a buscar a otro
amigo que me lleve en una moto; y él bajó, y fu imos.

[Juan Montero] convencido de que no nos iban a dar una respuesta POSitiva,
entonces él dijo : no, yo no me quedo acá, yo me voy con el amigo, que se
llama Ferney, y vamos a Investigar; de pronto estén varados, porque él era
que él de pronto esté varado, que necesitara la plata . (...] él me dijo : no la
llevamos a usted porque no cabe en la moto; quédese acá y cualquier cosa
devuélvase para el hotel y cualquier cosa la llamamos. entonces yo me fui
para el hotel. Si, efectivamente él me llamó al otro día y me dijo que le hablan
dicho que él estaba varado y que se iban a encontrar ya, que se Iba. Que
estaban varados, que él le iba a ayudar y después regresarlan a recogerme y
ya pues nos íbamos para Medellln y ya. Después de eso, bueno, listo , yo me
quedé tranquila. Después al cabo del tiempo que no aparecían ni mi esposa ni
mi hermano, y pasaban los días, pasaban los d ías y mi:Ís angustia

31. El testimonio de Salomón Flórez -quien también se desplazó
desde el norte para emprender la búsqueda de su hermano, Antonio Flórez
Contreras, en la región- indica que éste se encontró con los señores
Montero y Fernández antes de su desaparición:

[En el Doradal] llegaron unos señores de una moto y nos preguntaron ustedes
son los que están en buscando los, buscando los desaparecidos? dijimos
nosotros : nosotros' y di jeron : nos unimos al grupo, somos dos y en la moto.
Yo les dije que en la moto es muy peligroso y dijeron : no ! verncnos:

Las declaraciones rendidas por dos chanceros ante la justicia rnilitar!" y el
informe del DAS del 10 de mayo de 1988 confirma que quince días después

" Senala Que una vez fusilados " les qu itaren la cabeza. les Quemaron las plantas de las manos y
luego 105 lanzaron al r ío, lo cual hicieron para no permitir Que posteriormente fueran Ident ificados. En
Barranca hubo un tiempo donde con frecuencia llegaba gente río abajo , unos sin cabeza, otros con las
manos ouernaoas y esto sucedió por lOS meses de noviembre y cic.ernbre del año pasado". Declaración del
señor Roblnson Gutlérrez ce la Cruz ante el Juzgado 16 de Instrucción Criminal , 22 de octubre de 1988,
ANE XO 61 DEMANDA, págs. 3-6 .
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12 000723
de la masacre, en el mismo lugar, Fueron interceptadas otras dos personas 
Juan Montero y Ferney Fernández- quienes habían ido en busca de las 17
víct imas en una motocicleta Yamaha 175 C.c. colo r gris y también fueron
asestnadas." Al respecto, el testimonio de Salomón Flórez indica que

En el regreso [ oO .] la se ño ra y nos dijo ; vi una cam ioneta que líev ebe dos
muchach os y una m oto, as í que váyanse, piérdanse por que ust edes también
v an a ser víctimas, sa limos [ .. ] y coj imos pa ra Medellín, ya sin espera nzas.

B. la participación de agentes del Estado en la desaparición
de 105 19 Comerciantes

32 . El Ilustre Estado ha alegado a lo largo del procedimiento que no
le son imputables los hechos ocurridos en octubre de 1987 relacionados con
la desaparición de los 19 Comerciantes y Que por lo tanto no ha incurrido en
violaciones a sus obligaciones conforme a la Convención Americana.
Considera que "los hechos del caso fueron perpetrados de manera directa y
exclusiva por un grupo de delincuentes cuya autoría y sanción se encuentra
plenamente demostrada en los procesos penales internos, con sentencias
que t ienen va lor de cosa juzgada".21 Alega que hasta el momento no se ha
comprobado la participación de agen tes estatales en los hechos . En este
sentido indica que un no han conc luido los procesos pena les que constituyen
el med io idóneo para dirimir y escla recer las responsabilidades individuales.
Agrega que los procesos contenciosos admin istrativos constituyen una vía
idónea para esclarecer la responsabilidad esta ta l y Que estos también se
encuentran pend ientes de reso lución. Duran te los alega tos ora les sobre el
fon do el I lustre Estado reconoció que estos procesos se encuentran en su
etapa Inicial.

33, El Ilustre Estado alega que la ComIs ión " at ribuye los hechos y
compromete la responsabilidad de l Estado sobre la base de premisas
equivocadamente sustentadas en el Tercer I nforme sobre la Situación de
Derechos Humanos en Colombia", Al respecto seña la que si bien reconoce el
valor de dicho documento, aque l no puede ser empleado a modo de prueba
con relación a los hechos concretos del presente caso. Por otra parte, señala
que en el propio Informe se establece la necesidad de Que sea debidamente

" hA los 15 días bajaron dos muchachos en una moto Yamaha pregun tando por los compañeros.
s guienin hasta Boyacá y Marcclo [Pérez] los cogió y los m.3có ayudado por Car los Loa/za y Victor alias
"Birntia" Que los mataron a machete, los echaron en costales y los tira ron al caño El Ermitaño," Auto de
C~ sac lá n de Procedim iento del Tribuna l Superior Milita r del 17 de marzo de 1998, Anexo B7 DEMANDA,
pág . 29.

,.
Departamento Administrativo de Seguridad, Centra l de In teligencia, 'Informe sobre

Org an l2!CIÓn de Sicarios que Operan en el Magdalena MediO". 10 de mayo de 1988, Anexo 82 DEMANDA,
~g . 8.

" Ministeri o de Defensa de la R.epúbllca de Colombia, Escnto de contestac ión a la demanda de la
Comisión en el caso 19 Ccrnerciantes. 10 de aqesto de 2001.
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13 000,'24
probada la vinculación de agentes de l Estado con los grupos paramilitares
para que se confiqure la responsabilidad estatal en los hechos de vio lencia

"-2que se produzcan.

34. En respuesta a estas alegaciones, la Comisión reitera que a lo
largo del procedimiento oral y escrito se ha probado la responsabilidad del
Estado colombiano en la desaparición de las víctimas, tanto por acción
directa de sus agentes, por tolerancia y aquiescencia de las actividades de
los grupos paramilitares en la zona del Magdalena Medio, como por la
vigencia de normas que cobijaban el porte de armas, entrenamiento vínculos
entre la Fuerz Pública y los grupos paramilitares .

35. A continuación, se hará referencia a los elementos de prueba
sobre el invloucramineto de miembros del Ejército Nacional como
copartícipes de las violaciones a los derechos humanos perpetradas en contra
de las víctimas de este caso. Posteriormente, se hará referencia al contexto
histórico que explica la relación entre la Fuerza Pública y 105 grupos
paramilitares en el Magadalena Medio. Por último, se profundizará sobre la
responsabilidad del Estado por tos actos perpetrados al amparo de las
normas que establecieron el marco lega l para la creación, entrenamiento y
actividad de 105 grupos paramil itares en Colombia .

1. La responsabilidad de agentes del Estado y su relación
con los grupos paramilitares que operaban en el
Magdalena Medio al momento de los hechos

36. Los grupos paramilitares que operaban en el Magdalena Medio
al momento de los hechos gozaban de una relación legal e institucional con el
Estado Colombiano. Recibieron recursos, armamento, entrenamiento e
inteligencia de la fuerza pública colombiana. Las pruebas de esta relación
surgen claramente de las declaraciones recopiladas por funcionarios
judiciales del en el curso de las invest igaciones desarrolladas, muchas de las
cuales han sido aportadas junto a la demanda o en la audiencia del 22 de
abri l de 2004.

37. El contexto de esta relacI6n es ana lizado en la propia
jurisdicción penal militar, en los considerandos de la decisión del Tribunal
Superior Militar del 17 de marzo de 1998, en los siguIentes términos:

nos parece conveniente en este momento procesal hacer un breve recuento
hist6rico-procesal sobre lo que ocurrta en la región del Magdalena Medio a
partir de la década de 1980, s.tuací ón Que indudablemente gener6 el horrendo
crimen de 105 comerciantes y ot ros de que se ocupa la ju risd icción orcmane ...

22 Ministerio de Defensa de 1" Repúb hce de Colomb ia. Escrito de contestación a la demanda de la
C0."l11510nen el caso 19 ComercIantes . 10 de agosto de 2001.
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14 ~ 000725
Dlrernos entonces, que evidentemente y como se ha registrado en forma
reiterativa en los autos, a partir de 1980 se conformó en el municipio de
Puerto Boyacá, una agrupación de personas de diferente condición económica
y social bajo el nombre de Asociación de campesinos y agricultores del
Magdalena Medio, ACDEGAM, organización con fines específicamente de
atención a la comunidad y de integración de la misma, prestando servicios
como de salud, obras públicas, tiendas comunitarias, etc, organización de la
cual fueron presidentes entre otros, NELSON lE5ME5 lEGUIZAMON, GONZALO
PÉREZ, HENRY péREZ, EDUAR.DO RAMfREZ y F'ABlO GUARÍN (Q.E,P.D.)
Los grupos guerrilleros de las FARC que operaban en la zona empezaron a
secuestrar ganaderos y campesinos de alguna solvencia económica, situación
Que obligó a estas personas a salir de la reglón dejando abandonadas o en
manos de administradores, sus propiedades hecho Que resintió a la guerrilla,
la cual, ante las necesidades económicas que padecía, empezó a exigirles
dinero a /05 pequeños f tnquercs y colonos y cuando se agotó el apoyo
empezaron a matar a la gente.
La situación de temor Que Implantó la guerrilla fue puesta en conocimiento del
Batallón Bárbula constituyéndose los campesinos en informantes y gulas de las
operaciones militares Que se desarrollaron...Forma de organización y de apoyo
al Ejército que se conocl6 como autodefensas (...)
El aparente grupo de autcdefansa comandado por GONZALO PÉREZ, HENRY
PÉREZ y MARCELO PÉREZ, se apoderaron del dominio material y psrcol óqicc
del área general de los municipios de CImitarra, Puerto Berrío y Puerto aovecá,
zona en la cual ejercían toda suerte de controles y vigilancia sobre las
personas y las cosas que por allí se movilizaban, es decir no se movía una hoja
sm su voluntad, situación que aunque conocida por la Fuerza Pública no fue
superada sino después de algún tiempo largo y prácticamente después de la
muerte de GONZALO PÉREZ y SUS hijos HENRY y MARCELO ocurridas
Violentamente en el año de 1991 ..." (el subrayado es nuestro)lJ

38. Por su parte, el Juzgado Único Penal Especializado de San Gil,
en la sentencia proferida el 23 de marzo de 2001 24 indicó

Una vez la Familia Pérez tomó el mando y además de contar con el
reconocimiento o respaldo gubernamental para la conformación de las
Autodefensas así como sus vínculos personales y de amistad con políticos y
militares oriundos o que trens ítoriarnente ejercían allí sus cargos, fundaron
una organización de Ganaderos del Magdalena Medio "ACDEGAM" [.o.]
Conformado un ejército de quinientos (SOO) hombres aproximadamente
adiestrados única y exclusivamente para matar empezaron las muertes
setectlvas y masacres contra todas aquellas personas o grupos que tuvieran el
más mínimo vlncuto con la guerrilla ya fuera familiar o por colaboración con
el/a , al ¡gual que se desató una encarnaoa contra toda persona que tuviera

" ANEXO 7 DEr1ANDA.

¡.
Esta sentencia fue proferida dentro de 1<1 InvestgacI6n sequrda contra los particulares Jairo

¡va" Galvls Brocheru, Waldo Patiño García, Lanfor Mgue l Osuna G6mez y Diego Vláfara Salmas, por la
muerte de los 19 comerciantes QJeson objeto de este caso ante la H. Corte. Le sentencia condenó a: Luz
MJrlM Rurz G6mez en su calidad de cómplice del homiCidIO agravado de los comerciantes. por pertenencia
a qrupos paramilitares; a Waldo Patll'lo cerno autor del homiCidio de 'os ccrnerciantes: a Diego VI~fllra

Salinas como cómplice de: homicidio de 105 corneroantes y a J~Iro Iván Brochero por pertenecer a grupos
paramü.tares. Asr mismo, absoivró a Luz Marina R.u iz, Waldo Pat,,'1o y Diego VIMara por el secuestro y
norruoc.o de las dos personas desaparecidas mientras buscaban a sus familiares . La sentencia fue
apelada ante el Tribunal Superior de Distrito JUdiCial de San Gil y en sentenc.a del 17 de octubre de 2001,
aosolvló de todos los cargos a luz Marina Ruíz. DOCUMENTO APORTADO POR EL ESTADO Er·¡ A81lJl 15,
2002 .

--
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15 0007'26

pensam iento comunista y en especial a los militantes de la Unión PatrIótica
U.P.

39. Por su parte, Robinson Gutiérrez de la Cruz -mensajero del
Teniente Pertuz, comandante de la base militar de Santa Rosa, municipio de
Cimitarra- al declarar ante el Juzgado 16 de Instrucción Criminal, el 22 de
octubre de 198825 hizo referencia a los centros de entrenamiento en los
siguientes términos:

Se únicamente que los instructores son los Militares y tengo conocimiento que
el propio comandante de esa escuela es el tal HENRY PEREZ ( ",) [los nombres
de algunos de los militares son] el Mayor BECERRA BOHÓRQUEZ, el Capitán de
la Policía que en ese entonces estaba de Comandante del Puesto de Puerto
Boyacá, el teniente Que está vinculado con las masacres de Urabá, Igualmente
el cabo Que está comprometido en ese mismo hecho, es decir, el Mayor, el
Teniente y el Cabo que están comprometidos en hechos que también están
invest igando por las muertes de urabá, todos ellos son del Ejército ( ... ). HUGO
ISAAC PERTUZ GONZALEZ (. .. ) tenía amistad con el señor ALFREDO RUBrO
(que pertenecía] a la ASOCiación de Campesinos y Ganaderos del Magdalena
Medio (ACDEGAM)

40 . En el Informe del DAS del 15 de marzo de 1989 se consigna la
Información recogida de la declaración de Diego Viáfara Salinas, ex miembro
del M-19 y posteriormente miembro de las autodefensas en el sentido que

Gran parte de los profesores son normalistas y otros bachilleres. Cuando se
producen vacantes, aquellas son llenadas en ocasiones por soldaos bachilleres
del Batallón Bárbula (. ..)

Asimismo afirma que

HENRY PEREZ carga muchos formularios de INDUMIL [la industria militar
colombiana y a quien se sohcitan 105 permisos para porte de armas] para
soucrtar armas e intercede ante el Comandante del Batallón Sárbula para dotar
de ellas a quienes integran la organización ( .. .r. Afirma luego que "[t]odos los
miembros de la organización utilizan documentos de Identidad falsos obtenidos
en Puerto Berrío, Medellín , Puerto Boyacá e ¡bagué, entre otras ciudades, con
la aparente complicidad de autoridades de la Registraduría Nacional del Estado
CIVl! ( ... )26

Por su parte, el Informe del DAS del 13 de febrero de 1990 hace referencia
específicamente al origen, móviles, ubicación y miembros de la organización
de sicarios que operaban en el Magdalena Medio. Entre los miembros o ex
miembros de la fuerza pública involucrados con la organización paramilitar
menciona al Subteniente (r) Luis Alberto Meneses Baez, Mayor (r) Cerón
Africano, Teniente Coronel Rito Alejo Del Rlo, Mayor (r) Carias Espinosa,
Teniente (r) Ricardo Ramírez, Sargento(r) Jorge Amariales, y Teniente Carlos
Humberto FfÓrez. El informe indica que el Teniente Coronel Rito Alejo del Río

:1 ANEXO 1 DEMANDA

" ANEXO A3 DEMANDA
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"Informó a HENRY PEREZ sobre posibles operativos en la zona de Puerto
Boyacá y nombres de persona l del Ejército con quienes se pcdia o no tratar
( .. .)", Que el Mayor Carlos Espino sa "fue encargado por I-lENRY PEREZ de
confo rmar y manejar un grupo especial en Bogotá, para asesinar a miembros
del Partido Comunista ( ... I". que el Sargento Jorge Amarteles "[m]anejaba, por
orden de HENRY P~REZ, el personal que opera en la frontera con Ecuador ( .. .l"
y que el Teniente Carlos Humberto Fi órez " [ l] uego de "rescatar" a los
hermanos DUQUE ARBOLEDA (.. .) los envió con HENRY PEREZ a Puerto
Boyad (. .. )".17

41. En la declaracl ón de Aucares de Jesús Anibal Betancourt Ortiz,
rendida el 18 de junio de 1988, este comerciante de la región del Magdalena
Medio con relaciones cercanas con miembros de la organización ACDEGAM,
indica

es es anotar que dicha organización tiene muchos vlncuios con el Ejército ya
que el Ejérc ito es engañado con el argumento de que ellos van en contra de la
guernlla. También es de mi conocim iento Que elles son conocidos ampliamente
en las diferentes Brigadas pues en la Brigada de Puerto Berrio les han
amparado armas a GONZALO PEREZ y a su hijo HENRY PEREZ. A través de
estos últimos cuatro años. han cometido una serie de homicidios en personas
residentes en la carretera PUERTO BERRIO-PUER.TO BOYACA". Esta persona
incluso refiere su conocimiento sobre los pagos que se realizan él 105 miembros
de los grupos paramilitares en los sigUientes térmi nos: "el sueldo que
devengan es de VEINTISIETE MIL PESOS Y comentaban que era una partida
proporcionada por el ejército (. .y. Por último afirmó que " GONZALO PEREZ y
los demás miembros de esa organización son muy reconocidos en diFerentes
brigadas al igual que el Comandante del BATALLON BÁRBULA, y demasiados
vínculos con la Policía de Puerto Boyacá, pues allá andan con armas largas y

:lB
cortas mas sin embargo pasan desapercib ldos".

En la declaración del 3 de junio de 1993 de Ricardo Antonio Rros, ex
guerrillero y posteriormente paramilitar, se afirma que "( ... ) los militares
ten ían conocimiento de todas las actividades del grupo paramilitar, porque se
encontraban en el mismo caserío ubicados 105 campamentos de ambas
partes ( ... )" En esa misma declaración afirmó que

(... ) A BAQUERO ya lo conocí exactamente en la base militar de Círnltarra, ah[
había na solo capitanes sino también coroneles, entre ellos CAMILO ZÚNIGA
( .. .) yo patrullaba con ellos con dotación que me proporcionaba el ejército ( ... )
entre los paramilitares y el ejército ex istía una relación estrecha, por ejemplo
HENRY PEREZ, podía disponer de los abogados, de la patrulla, de los
helicópteros del ejército, all~ llegaba HENRY PEREZ a la base y pedía hasta
hombres y el comandante le facilitaba todo (...).

l?
ANEXOA4 OEr·IANDA

" ANEXOS S, 7,9 y 10 AUDIENCIA
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42. Gonzalo Arias Alturo", ex soldado profesional de
contraquerrína.:" se pronuncian también sobre el apoyo de las Fuerzas
Armadas a los paramilitares en versión rendida el 29 de noviembre de 1994.
En la Indagatoria de Marceliano Panesso Ocampo, referida por la Fisca lía
Regional de Cúcuta en la resolución del S de j unio de 1995, se afirma que
admitió conocer que los jefes de las autodefensas eran Gonzalo y Henry
Pérez y que ellos " armaron mucha gente y sacaron del sector a la guerrilla en
coordinación con el ejército y la policía". Esta misma persona manifestó el
19 de mayo de 1995 que las autodefensas recibieron instruccl ón militar para
combatir la guerrilla y les vendían armamento con salvoconducto para
cumplir con la misión de exterminar y desterrar de la región a los grupos
alzados en armas ."

43. Alonso de Jesús Baquero Agudelo (al ias Vladim ir), quien declaró
in icialment e bajo el nombre clave "Pablo" el 8 de agosto de 1995 confesó lo
Siguien te en relación con el personal militar que apoyaba la agrupación
paramilitar

(el] coronel PINZaN comandante del batauón CAUBIO , por esa época el
coronel FAJARDO CIFUENTES, quien era comandante del batallón RAFAEL
REYES ( .. . ) el coronel DEL RIO (. .. ) el mayor ROBAYO, el capit[á]n AURIO
BARRERA ( .. . ) Y el caplt[á]n FORERO ( ...) yo me re unía con ellos, (.. . ) o con el
comandante que estuviera de turno, a fin de coordinar las operaciones de
nosotros tanto en Campo Capote y en las ~reas de Cimitarra ( .. . ) que fue una
masacre Que nosotros hicimos en una vereda llamada número siete, ahl están
Vinculados los tres mandos oficiales ( .. .)". [ .. ] [I]a briqada a nosotros nos
vendía legalmente, armas amparadas canto él miembros de los paramil itares
como a socios de AGDEGAM, ten[l]amos tratamiento especíat, fuera de eso la
Bngada en varias ocasiones, prest6 armas a los paramil itares, cuando los
paramilitares hacen operaciones Junto con la Brigada, batall[ó]n de
contraguerrillas, la brigada presta los uniformes y los fusiles para un iformar a
los paramilitares (.. . ) la bngada mandaba dinero del presupuesto que tenian
para el pago de informantes ( .. . )
relsa transacción si se hizo en la oficina del general SALCEDO LORA. esa
transacción aparece como legal, se compraron 3000 cartuchos de escopeta, y
1000 para revolver 38L, nos reunimos en la brigada, estuvo HENRY PEREZ,
NELSON LESMES. EDUARDO RAMÍREZ alias El Sarco, estuvo BETa, y estuvo
BAQUERO. y fuera de esa a nosotros nas regalaban las granadas pero sin el
PIn, todo esto Quedaba legalizado ante la brigada como gastadas en la practica

" Testigo en el caso por la desaparición y posterior ej ecucíón de Isidro Caballero y MarIa del
C3rmen Santana. decidido ;Jor la HoMrable Corte ~I e de diciembre de 1995 y benefiCiario de med idas
provrsrona.es.

ac
"Yo entré como sotaedo profesional en 1981 en la contrequerrüis (.. .) enrrené p3r<1mllltares en

San Juan Bosco la Vereda con ISIDRO CARREÑa (...) Directamente me mandó a entrenar paramilitares mi
Gral. ALFONSO VACCA PERILLA que ere comaMante efe la Quinta 8ngada en 1 988 (. .. ) tamb ién estuvo
conmigo 'm teniente CORREA COPOLA que actua lmente est /' en el S-2 del Batallón R,caurte (. ..r, ANEXOS
22, 23 . 24. 2S, 28 . 31. 43. S9 AUDIENCIA

" Textualmente "ellos mataran nasta el h de p lo cie rto es que desocuparon la reglón, y ahi
queoeron ellos dominando ani, no dejanco meter más delincuencia, y en coordinación con el Ejercito y la
POlda y limp iaron ellos, .nc'usive el/os eran los guias del Ejercito con I~ Batallón Bárbula [ ...]" ANEXO 32
AUDIENCIA
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18 OOO?29
de polígonos de granada, prácticamente no nos vendlan material bélico sino
que nos lo regalaban ( ... ) ese material siempre se g<lstaba en operaciones o
combates contra la guerrilla o simpatizantes de la guerrilla, cuando se

compraban el dinero lo aportaba AGDEGAM ( . ,.)J2

44 . En versión rendida el 4 de diciembre de 1995 afirmó

[en AGDEGAM] no ocupé runqún cargo, los más que ha enunciado eran los
miembros de los paramilitares, eran auxiliadores todos los cornerctantes,
ganaderos, los comandantes de batallones y comandantes de estaciones de
pohcía, también los políticos de la reglón, entre los más colaboradores y que
empujaron la ficha entre los militares están el gene ral Yanine ptaz, general
Salcedo Lora, y el general Gil Colorado ( .. .)

45 . La Unidad Nacional de Derechos Humanos de la FIscalía General
de la Nación en su Resolución del 7 de marzo de 1996 indica

Igualmente se tenia conocimiento de la colaboración y empeño de las fuerzas
militares y de la policía nacional para no solo conformar el grupo paramilitar,
sino también para mantenerlo y dotarlo de material de guerra para su
utilización ante eventuales enfrentamientos con grupos de la subversión,
llegando incluso a encubrir actuaciones ilícitas de la. personas Que

]J

conformaban las autodefensas.

En la resolución del 13 de septiembre de 1996 la Unidad describe el
panorama dentro del cual se desarrollaban las acciones paramilitares en la
región

Era perfectamente usual ver a mi.itares de alto rango en compañía de jefes del
perermhtansrno y con la suñciente sapiencia acerca del matrimonio de aquellos
con los narcotraficantes, llegando a conformarse un trlangulo del más absurdo
y mortífero poder al margen de la ley pero eso sí auspiciado por el Estado a

través de sus agentes que prestaban sus servicios en el EjerCIto. J<

46 . Luis Alberto Arrieta Morales, paramil itar confeso, indicó el 20 de
febrero de 1997, que "(v..) los mi litares tenfan conocimiento de todas las
actividades del grupo paramilitar, porque se encontraban en el mismo caserío
ubicados los campamentos de ambas partes ( ... )"35 En la indagatoria
rendida el 29 de febrero de 1996 sostuvo

íos comandantes de Bngada y Batallones eran sabedores de todo lo que hacían
las autooetensas y en ocasiones patrullaban juntos, que como el General
FAROUKYANINE DIAZ era el Comandante de Briqada en Puerto Berrio él era el

¡ ;
ANEXOS 21. 26, 30,33,35.36.38.39 AUDIENCIA

)J

ANEXO 42 AUDIENC1A

'.- ANEXO 52 AUDIENCIA

J<
ANEXO SO AUOIEIJCIA
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que daba órdenes a los Comandantes de Batallones para colaborarles a las
autodefensas..."J6 . En su dectaracíón del 9 de septiembre de 1996 refirió los
vínculos entre paramilitares y la fuerza públ ica asl: "( . .. ) [Osear Restrepo]
maneja muchas relaciones con la brigada, en especial con Generales, con los
de la Policía, comandantes de batallones, en especial con NAVAS RUBIO el
Coronel, porque en muchas ocasiones OSCAR. RESTREPO le prestaba el carro
al coronel NAVAS R.UBIO, eran muy amigos y como el manejaba FADEGAM
(sic) e..) tenia relaciones Que le permitían saber cuándo llegaba una persona
extraña (... )37

47 . Martín Emilio Sánchez Rodríguez, ex miembro del Ejército en ICl
inteligencia de Puerto Berrío, declaró el 20 de junio de 1996 sobre los
vínculos de los paramilitares con el Ejército

De eso sólo estoy seguro Que se les br indaba colaboración en el Batallón
Bárbula al mando del Corone l Bohórquez pero el ejército sí se enteraba de
todo lo Que ellos realizaban y nunca llegaron a tomar medida alguna contra
ellos ( ... )". Posteriormente agregó, sobre la retaci ón de los grupos
paramilitares de Henry Pérez con el Alcalde de Puerto Boyacá de apellido

Rublo, que lo Que "si había era encubrlmlento (... )!8

48. El Juzgado Segundo de Orden Público, refiere una denuncia
formulada con reserva de identidad, el 25 de junio de 1998 y según la cual

El Capitán MARCO FIDEL MEDINA SUAREZ, Comandante de la estación de
Policía de la localidad, es el mas asiduo colaborador de [ACDEGAM) hasta el
punto Que en la zona la policía está acuartelada y quienes patrullan son los
asesinos (... ) los anteriores COMANDANTES, [los] recibían en el Citado Batallón
y les erncaraban armas (oo .) todavía quedan allí miembros del ej ército que

aceptan el proceder Ilícito que se ha narrado (... )39

49, El Tribunal Superior de Orden Público de Bogotá, el 14 de
novrernbre de 1990 concluyó, con base en las pruebas recaudadas:

Se desprende de autos que un grupo de personas resolvieron unirse en el
propósito común de enfrentar las organizaciones guerrilleras Que venían
asolando las regiones como el Hagdalena Medio, Carere y Op ón y para ello
contaron en sus iniCIOS con la colaboración de ganaderos y ñnqueros, como
personas más perjudicadas con las acciones de los alzados en armas y desde
luego con el apoyo de las Fuerzas MIlitares . Luego este movimiento formado
en gran parte por desertores de la guerri lla empez6 a recorrer los campos
cometiendo toda clase de fechorías, matando a todos aquellos que no fueran
de su agrado o que en su parecer Simpatizaran con los movimientos
Insurgentes, particularmente con las FARC, frente XXXIII que tiene su radio
de acción en esa área . Para ello andaban uniformados como si fueran

16 versión referida en la decisión del Tnbunal Militar del 17 Ce marzo de 199BANEXO 7 DEMANDA

j)

ANEXO 50 AUDIENCIA

" ANEXOS 15 Y 16 AUDIENCIA

" ANEXO B AUDIENCIA
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miembros del Ejército regular de Colombia y dotados de armamento de gran
40

potencia...

SO. Según surge de estos elementos de prueba, ACDEGAM era una
persona jurídica con reconocimiento legal a través de la cual operaba el
grupo paramilitar bajo el mando de la familia Pérez en la región del
Magdalena Medio. El informe del DAS del 10 de mayo de 1988 concluye:

[cjuatquler extraño que penetra en la reglón es asesinado por los sicarios de la
organización de los PEREZ, quienes Son personas conocidas en las
Instalaciones militares acantonadas en el sector, debido a que también
promueven y lideran grupos de "autodefensas" campesina, camuflados en la
Asociación de Ganaderos del Magdalena Medlo-ADEGAM (SiC)41

51. La Fiscalía Regional de Cúcuta, en la resolución del 31 de marzo
de 1991, al valorar las pruebas concluye que: "la existencia de la Asociación
Campesina de Agricultores y Ganaderos del Magdalena Medio "ACDEGAM"
como una entidad de defensa a la región del rJlagdalena Medio (...)
regionalmente todo el mundo sabe que ella era una entidad a través de la
cual se organizaban, preparaban, coordinaban y operaban los grupos de
autodefensa en Puerto Bovacá y área de influencia del mencionado
Magdalena Medio para confrontar con las armas las acciones de los frentes
de las FARC, eliminando cualquier indicio de subversión ...", Las resoluciones
de la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía del 20 de
diciembre de 199542 Y la resolución de calificación del sumario proferida por
la misma Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía, del 7 de
marzo de 19964 3 llegan a la misma conclusión. En la audiencia pública
celebrada el 21 de abril de 2004 el testigo Jorge Corzo dijo "directamente no,
pero sí por los medios tenemos conocimiento de que ACDEGAM era una
agrupación que en principio se llamó ACDEGAM y después tomaron el
nombre de 'masetos' o personas que deban muerte a secuestradores",

52. El apoyo y tolerancia de las acciones de los grupos paramilitares
en la región del Magdalena Medio ha quedado demostrada con las pruebas y
argumentos mencionados supra y puede confirmarse con la simple
comparación de las localidades afectadas por graves violaciones a los

' 0
ANEXO le AuDIENCIA

;:
ANEXO 2 DEMANDA

.,
" Es que para nadie en Cctornora es desconocido Que los miembros de "ACDEGA ~" ', eran los

mismos que conformaban el grupo -PARAMILITAR" Que campeaba en terma dellncuenclal en territorios
Antioqueño y scveeense .. .Esta Situaciónesta perfectamente dilucidada en el Informativo" .

•, En este pronunciamiento se Incluye la SIguiente conclusión surgida de la valoración de los
tesnrnon.os de Aucares de Jesús Anlb~1 Betancort Ortlz y eullses Barreta Zuleta: "nos ilustran
amfJ"am~nre acerca de la exisrenc,a de ACDEGAMASOCiación (fc Campesinos y GanaOer-os del Magdalena
MedIO fachada del grupa de antisociales Que devesteben la reglÓn...'. ANEXO 42 AUDIENCIA
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21 000732
derechos humanos y la ubicación de las bases militares en la reglón. La
tranquilidad y el despliegue con el que actuaban los grupos paramIlitares es
indicat ivo del apoyo, colaboración y concertación de los agentes del Estado
acantonados en las bases mtutares.:"

53. Las pruebas analizadas indican que, contrariamente a lo alegado
por el Ilustre Estado, las autoridades no desplegaron acción alguna para
confrontar a los grupos paramilitares. Por el contrario, optaron por el apoyo
ampl io, abierto y decidido de sus acciones y con ello se permitió su
fortalecim iento y consolidación.

54. A este respecto, el Informe del Relator Especial de Naciones
Unidas Amos Wako señala que "la información adicional recibida o •• parecería
indicar que las principales regiones donde operan 105 llamados paramilitares
son áreas de fuerte presencia militar, no habiéndose hasta el momento
informado de enfrentamientos entre éstos y las fuerzas del orden." El Grupo
de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias por su parte indica
"se tienen informes de que las acciones paramilitares son más frecuentes en
las zonas sometidas a estricto control militar, y de que no se han producido
enfrentamientos entre grupos paramilitares y unidades militares...'146 ,

55. Por último, corresponde hacer referencia a lo concluido por el
Tribunal Superior Militar en el sentido que

El aparente grupo de autcoerensa comandado por GONZALO PÉREZ, HENRY
PÉREZ y MARCELO PÉREZ, se apoderaron del dominiO material y psrcolóqico
del área general de 105 municipics de Cimitarra, Puerto Berrío y Puerto Boyacá,
zona en la cual ejercían toda suerte de contro les y vlgJ/ancla sobre las
personas y las cosas Que por allí se moviuzaban. es decir no se movia una hoja
sin su voluntad, sttuectén Que aunque conocida por la fuerza Pública no fue
superada sino después de algún tiempo largo y prácticamente después de la
muerte de GONZALO PÉREZ y sus hijos HENRY y MARCELO ocurridas
VIolentamente en el año de 1991 .." .

56 . La desaparición de los 19 Comerciantes se produjo en el marco
de este patrón de violaciones a los derechos humanos cometidas por los
grupos paramilitares con el apoyo de la Fuerza Pública, bajo la concepción de
la lucha contra insurgente. En la declaración de Robinson Gutiérrez de la
Cruz, se dice que el Teniente Pertuz recibió máquinas de escribir que
personalmente ayudó a conservar en su residencia de Barrancabermeja.
Este declarante dice haber escuchado la versión de un amigo según la cual

ANEXO ALEGATOS FIIJALES Mapa 2 .

.\
ANEXO 9 DEMANDA.

..
ANEXO 10 DEI~ANDA.

" ANEXO 7 DEMANDA.
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22 000733
los comerciantes sirvieron de sacos de tiro al blanco en la escuela de sicar ios.
Esta declaración es referida en la resolución del 31 de marzo de 1995, de la
Fiscalía Regional de Cúcuta, y al respecto se dice que el testigo afirmó" ..que
el móvil inspirador fue el ánimo de obtener plata (venta de mercancía) y
solicitarles colaboract ón puesto que se tenía noticia estaban siendo los
transportadores de las armas con destino a la subversión ..."48

57. La Fiscalía regional de Cúcuta, en resolucrón del 31 de marzo de
1995, respecto al declarante bajo la clave "Pablo" quien resultó ser Alonso de
Jesús Baquero, manifestó que "para la fecha de la masacre se pretendía
detenerlos y exigirles una colaboración, toda vez, que ellos venían
transportándoles armamento y munición a la subversi ón.." asimismo se
concluyó

Las piezas probatorias mencionadas en el acépite anterior confluven a
demostrar que NELSON LE5MEZ, WILSON DE JESÚS PÉREZ y CARLOS YEPES
con su conducta Incurrieron en la Violación del decreto 1194 de 1989, esto es,
Inequívocamente se prueba Que formaban parte de los llamados grupos
armados, unidos para aplicar la justicia privada abanderados por una posición
anticomunista, al frente de esto, se ven Incursos en 105 delitos de secuestro
extcrstvo y homIcidio de los diecinueve comerciantes, sujetos Que fueron
retenidos por la organ ización denominada Campesinos del Magdalena Medio
conformada por ellos, entre otros , previo el informe que se rumoraba de que
los comerciantes estaban prestándole colaboración a la subversión y siendo
ut ilizados para que les transportaran armamento, hecho este que los instó él la

retención y posterior fusllamlento...
49

La Fiscalía Regional de Cúcuta , en resolución posterior, del S de septiembre
de 1995, respecto a ese mismo declarante señaló: "los militares de la zona
del Magdalena Medio y los Jefes Paramil itares llegaron a la conclusión que
había dos grupos de personas o comerciantes que se dedicaban al
contrabando y que unos tenían nexos con la guerrilla y otros que trabajaban
únicamente para las agrupaciones alzadas en armas. lo "50

58. Esa afirmación del declarante mencionado, unida el otras
pruebas recop iladas por la Fiscalía Regional de Cúcuta, la llevaron a concluir
en esa misma resolución que el móvil de los hechos fue el "impedir que [105
comerciantes] le sIguieran colaborando a la guerrilla con el tráfico de armas,
municiones y víveres y el pago de la vacuna por las mercancías que ellos
transportaban (...) La finalidad de índole político puede acreditarse en este
caso en razón que la pugna entre el Gobierno Nacional y la subversión trajo

"'" ANEXO 29 AUDIErJCIA

••MIEXO 29 AUDIENCIA

so
ANEXO 37 AUOIENCIA
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23 000734
como consecuencia la creación de estos grupos de delincuentes armados
para combatirla, contrariando el régimen legal y constitucional... 51

59. En sentido similar la Resolución de la Unidad Nacional de
Derechos Humanos de la Fiscalía de fecha 8 de agosto de 1996 indica "la
organización paramilitar anotada ten ía la convicción de que aquellas
personas traficaban con armas y municiones que proporcionaban a la

guerrilla asentada en la zona, fue esta la razón que motivó tan aleve
masacre, entre otras cosas exig ida por altos mandos militares que para la
época ten ían jurisdicción en esa zona ...".52

60. La sentencia del Juzgado Regional de Cúcuta, del 28 de mayo de
1997, hace una valoración concreta sobre el surgimiento y desarrol lo del
fenómeno paramilitar en la región y en particular de los móviles de estos
hechos:

La razón de ser del surgimiento de 'LAS AUTODEFENSAS CAMPESINAS' era la
extinción del movimiento guerrillero. Entre tanto, se tuvo conodmiento que
por 'La troncal de la Paz' -que atraviesa los departamentos de Santander,
scvacé. Caldas y Ant ícqula-, venían transitando grupos de comerciantes Que
transportaban cantidodes considerables de mercancías de contrabando, las
cuales incluían armas y municiones entre sus cargamentos, en ocasiones para
comercializarlos o para sumin istrarlos a la guerrilla que les venía boleteando.
Obtenida esta información por parte de la cúpula Militar encargada de la
'seguridad' ele la región, ~e dispuso en asocio de LAS AUTOD=FENSAS la
urgente necesidad de efectuar los seguimientos de rigor con el fin de
conrmnarles, en primer lugar, para advertir/es que serían asesinados en el
evento de hallarles material bélico con destino a las FARC. Comoquiera Que
surgieron por lo menos dos grupos de comerciantes : los simpatizantes de los
grupos Paramilitares y los colaboradores de la Guerrilla, quienes hic ieron caso
ornrso a las referidas advertencias, tuv ieron que pagar con sus vidas...Uno de
los aspectos relevantes en este proceso y que causa honda preocupación es el
atinente a los claros vínculos existentes entre estos grupos al margen de la ley
y las fuerzas del orden legalmente establecidas, quienes actúan
mancomunadamente y con unidad de design io cr iminal, con el pretexto Que
unos y otros persiguen un objetivo común: acabar con la subversión .;."

61. Conclusión sim ilar se incluyó en la sentencia proferida por el
Juzgado Único del Circuito Especializado de San Gil, del 23 de marzo de
2001 :

[La Masacre] obedeció a la desconfianza que tenían los caoeou as de las
"Autooetensas" sobre los comerciantes al haber recibido información que estos
aprovisionaban de armas y municiones a los grupos guerrilleros especialmente
de las ~FARC' que patrullaban la extensa y rica zona del MilgdelcniJ Medio ...
Pero ante el mcumpumtento de los Comerciantes en los pagos de los
Impuestos exrqidos por las "Autoderensas" para poder transitar con sus
mercancías por aquella reglón, además con la fi nalidad de que se definieran

51 ANEXO 37 AUDIENCIA

<2
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con cual bando estaban y ante la información sobre el continuo tráfico de
elementos bélicos de fabricación venezotana para los insurgentes de esa
reglón así como al llamado de los altos mandos mil itares como Comandantes
de Brigada, aatallones y demás autoridades de esa zona, la cúpula sicane t
optó por reanzar una reun ión para definir la forma de poner solución a esa
Situación .

62 . Informe del DAS del 10 de mayo de 1988 "I nformacIón adiciona l
sobre la masacre de 19 come rciantes en j ur isdicción de Puerto Boyacá" indica
qUE' "H enry Pérez afirmó ante varias personas que a los comerciantes ya 'les
habían llamado la atención varias veces porque traían armas y munición de
Venezuela para vendérsela a los grupos subversivos que operaban en
Cimitarra y otras zonas del Magdalena Medio'..." S3 En el Informe del DAS del
12 de octubre de 1990, se afirma que existía el rumor de que los
comerciantes colaboraban con la guerrilla. 54

63 . La Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos
Humanos, en decísl ón de inh ibición de iniciación de una invest igación
disciplinaria de 1997, calificó el origen de los hechos de la siguiente manera :
"Iel grupo de Henry Pérez) había sido informado que estos comerciantes eran
auxi liadores de los grupos subversivos la zona a los cuales les traerfan armas
para la venta, razón que motivó al grupo paramilitar a hacerles seguimientos
desde el momento de la sal ida y en el sitio denominado Luisama (s ic) ..."

64. Estos elementos de pruebas demuestran que la desaparición y
poste rior ejecución de los 19 Come rcia ntes encaja dentro del patrón de
violaciones de derechos humanos perpetrada por los grupos paramilitares
que operaban en el Magdalena Medio, apoyados y forta lecido por la Fuerza
púb lica acantonada en reg ión : fue perpetrada por el grupo paramilitar
liderado por Henry Pérez con el apoyo y tole rancia de la Fuerza Pública ; este
grupo paramilitar actuaba con absoluta libertad en la región del Magda lena
MedIO, espec ialmente en j urisdicción del bata ll6n Bárbula55

; el móvil de los
hechos fue ident ifi cado por las autoridades judicia les como la presunta
relación de las víctimas con grupos guerril leros, pues se les imputaba la
venta y transporte de armas y mu nicio nes .

65. La Comisión cons idera Que el Estado es responsable por la
desaparición de los 19 Comerciantes , ya que los actos de colaboración y
aquiescencia de sus agentes hicieron posible la consumación de graves
violaciones a la Convenci ón Americana, Según ha establecido la Honorable
Corte en su jurisprudencia

5l ANEXO 2 DEMArmA

..
El Informe añ rma Que "HENRY PEREZ afirm ó ante vanas personas que J los comerciantes Y<3

" es t1a~ían J/;)mado la <3tención VJr/iJS veces porque tra ían arma s y munición de Venezuela para
v~ndérseli1 a 105 grupos sobverstvos Que operaban en CJmJtJrr3 y otros zonas del Magdalena Medio',

" Anexo Mapa No.3.
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Para establecer Que se ha producido una violación de los derechos
consagrados en la Convención , no se requiere determinar, como ocurre en el
derecho penal interno, la culpabilidad de sus autores o su Intencionalidad y
tampoco es preciso Identificar Individualmente a los agentes a los cuales se
atribuye los hechos vtcretortcs . Es suflctente la demostración de Que ha
habido apoyo o tolerancia del poder público en la Infracción de los derechos
reconocidos en la Convención . Además, también se compromete la
responsabil idad Internacional del Estado cuando éste no realice las actividades
necesarias, de acuerdo con su derecho interno, para identificar y, en su caso,

sancionar a 105 autores de las propias violaciones.
SG

2. El paramilitarismo en Colombia V su relación con la
Fuerza Pública

66. En 1989 y 1990, respectivamente, el Grupo de Trabajo sobre
Desapariciones Forzadas o Invotuntarías" y el Relator Especial sobre
EjeCUCiones Arbitrarias, Extrajudiciales o Sumarias, el señor Amos wakoS8 de
las Naciones Unidas visitaron Colombia y produjeron sendos informes que
han sido anexados a la demanda del presente caso. Estos informes
confirman , en forma coincidente, el contexto al momento de los hechos del
presente caso.

67. En la década de los 80, la estrategIa de confrontación de las
guerrillas incluyó tanto a la confrontación militar, como la militarizacIón de la
justicia para perseguir el del ito de rebelión y otros conexos, hasta la
utilización de la población civ il armada. El paramilitarismo se convirtió en
una estrategia militar para enfrentar a las guerri llas, inscrita dentro de la
doctrina de seguridad nacional. Se consideró que para enfrentar al
comunismo internacional y en particular a las guerrillas marxistas que
pretendían derrocar al régimen constitucional colombiano, era importante
vincular y armar a la población civil. S9 A ese fin se adoptó el Decreto 3398

se Corte lDH, Sentencia del e de rnerzo de 1998, Caso Paniagua ~Iora lc~ y otros .

S'
AIJEXO 10 DEMANDA.

ss
ANEXO 9 DEMANDA

~~ N8clone~ Unidas E1CN .4/199D/22JAdd.l "12. En el marco de la lucha contralnsurgente, las
fuerzas del orden Impulsaron fa creación de 105 tlemetios 9rlpos de svtoaetense campesina (...) Contando
con el decidIdo «poyo de las tuerzos del orden, ave sumlnlr;rraban armamento y apoyo logístico, estos
grupos JUgaron en ciertas áreas un importante osoet de contrapeso, desde la sociedad civil, frente a los
movun ientos gueroJleros y a las organizac iones sociales cooteststsrtes...", Informe de Intetiqencra del
DAS qUE! recoge la entrevista con Diego V'i!fara Salinas del lS de marzo de 1989 "l. Al recibir el beneficio
de la emntsds, (...) DIego Vlafara Salinas fve entrevtsteao por al señor Ennque Stmonds, Alcalde Municipal,
quten to rrasladó al Batallón Bárbu/a. AI/r conoció varios oficiales (Mayor Diego N. vetendte y Capitón
Ceiceao) que luego de int errogarlo lo ousieron a diSf)oslclÓn de un grupo de ciViles (. ) (Henry Pérez,
Gonzalo pérez y Netson Lesmes, entre otros) (...) organizada la población, se inició un proceso de
cruentos luchas col1tra los frentes 11 y 22 de las rerc, optando el grv!,o de autodefensa por dir igir su
accionar contra rodas aquellas personas que colaboraran con las guerrillas IncluIda la mllttanc,a del Partido
Comun iste (. .) Era común que las uruasoes de contrequerntte del Batallón 8<Írbula adelantaran los

-- - -
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de 1965 (artículo 33.3) y más tarde la Ley 48 de 196860 los cuales
autorizaron al Ejército a armar a la población civil, los cuales serán
analizados in extenso intre,

68 . En su Informe, el Relator Especial Amos Wako Indica

En efecto. el uso de la violencia paramilitar no parece haber sido utilizado sólo
para destruir las organ izaciones populares y socavar las supuestas bases de
apoyo político de la guerrilla, sino también para frenar los esfuerzos de
apertura del sistema político e impedir la incorporación de los grupos
guerrilleros al proceso político democrático. Durante la administración anterior
el Presidente Belisario Betancurt (1982-1986) llevó adelante un ambicioso
esfuerzo por hacer la paz con los grupos guerrilleros e incorporarlos a la vida
democrática. Aunque este esfuerzo termin6 fracasando , tuvo, en sus fases
.rucra res, éx itos indudables. En efecto, se logró un cese del fuego, srno con
todos 105 grupos guerrilleros, por lo menos con los más importantes y se
dieron los pr imeros pasos para abrir el sistema polít ico a fuerzas que hasta
entonces habían estado exctuidas de él. En este plano la creación el 1985 de
la Unión Patriótica, frente político que agrupaba a m iembros de las FARC y
otras gentes de Izquierda, constituyó un hito importante. A causa de la
intolerancia de extremistas de ambos lados del espectro político, la frágil paz
lograda por el Presidente Betancourt term inó en dlclarnbre de 1985 con la
tragedia del Palacio de Justicia . que fue seguida de un peligroso crecimiento de
la llamada violencia paramil itar y del recrudecimiento de la acción guerrillera,
fenómenos ambos, ~ue de no detenerse, podrían lleva r a Colombia a una
nueva guerra civ il...~ .

Aparentemente, el inicio de las conversaciones del Gobierno de Belisario
Betancourt con las guerrillas de las FARC y el M-19, generó reticencias y
reservas círculos de muchas regiones. En 1985 se firmaron los acuerdos de
La Uribe entre la guerrilla de FARC y el Gobierno colombiano a partir del cual
se crea el partido político Unión Patriótica, integrado por guerrilleros de las
FARC sin armas, movimientos locales y regionales independientes, el partido
comunista y personalidades independientes.

69. En ciertas áreas del país se produjo el auge de los movim ientos
sociales que en algunas partes aparecen articuladas a los movImientos
guerrilleros lo cual generó una reacción orientada a la revitalización de los

petruttejes por el Magdalena Medio con miembros de las eutooetenses ..' (páginas 6 , 9 Y 10 ). Ve, ternmén
Corporación Observatorio para la Paz, "Las verdaderas intenaones de los f)aram ilitares', Intermedio
Editores. Bogotá, 2002.PrJUO, "El conflicto, callejón sin salida", Informe tlaclonal de desarrollo humano,
Bogotá, 2003; y Romero, Maurlclo Paramilitarismo y Autodefensas, 2003 .

Decrete de estado de s.no 3398 de 1965 (mediante el cual se organIZó la defensa nacional) d ro
fundamento legal a la creación de los gn,pos paramilitares (art iculo 33.3) : "El MinlsrerJo de Defensa
Necionet. por conducro de los comandos eotortzsaos, ooaréamparar, cuenco lo estime conveniente, como
de orooteasa particular, armas Que estén consiaereaes de uso prt vsttvo de las Fuerzas Armadas'. Esa
norma de estaco de sitio luego fue Incorporadacomo leglslacl6n permanente mediante Ley 48 de 196 8

.,
E/Of.4!1990/22/Aad .l, párrafo 15. ANEXO 9 DEr~ANDA
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27 000738

grupos paramilitares para enfrentar a los movimientos guerrilleros y quienes
real o aparentemente los apoyaran .

70. En zonas como la del Magdalena Medio la aceren de los
paramilitares adquiere características de enorme crueldad, horror, sevicia y
sistematicidad. En el mapa que se anexa'" se identifican algunas las
masacres reseñadas los informes del DAS anexados al escrito de demanda.
En 1983 el Procurador General de la Nación preparó un informe sobre los
vínculos entre las fuerzas militares y los grupos paramilitares y en agosto
1987 se produjo un debate parlamentario en el cual los ministros de defensa
y de justicia del gobierno de Virgilio Barco justificaron y apoyaron los grupos
campesinos de autodefensa.P

71. Durante la época fue perpetrada la desaparición y muerte de los
19 comerciantes, el auge del paramilitarismo coincidió con el incremento de
la presencia de narcotraficantes en el Magdalena Medio, quienes llegaron a la
zona para comprar tierras en donde instalar sus laboratorIos, para blanquear
su dinero y para asegurar las rutas de salida de las drogas ilícitas. Se dio
entonces una afianza que no fue una simple financiación de estos a las
autodefensas o paramilitares, sino que se produjo una verdadera unión, en la
que los jefes de estos ingresaron al negocIo del narcotráfico y los
narcotraficantes se comprometieron a fondo con la estrategia paramilitar,
que les garantizaba seguridad y relaciones con las fuerza pública. 64

72 . En cuanto a los vínculos de los grupos paramilitares con la
fuerza pública el Informe del Relator Especial indica que los primeros
actuaban estrechamente vinculados con elementos de las fuerzas armadas y
de la policía y que la mayoría de los asesinatos y matanzas perpetrados por
los grupos paramilitares ocurrían en zonas rnültartzades. El relator expresa
que "los grupos paramilitares pueden desplazarse con facilidad en esas zonas
y cometer sus asesinatos impunemente..."65

61
ANEXO ALEGATOS FINALES Mapa No.lo

6'
. EiCN.4/1990/22/Add.l, párrafo 13. ANEXO 9 DEMANDA

6' E/CN.4!1990/22/Add.l "14. El llamado osremtutertemo se desarrolló con mayor fuerza a
princ.psos y meoisdos del 80, en equettss regiones donde los tr<J"cantes de estupefacientes compraron
granrJes extensiones ae tierras para el pastoreo de ganado . Comocuiere que se trsraba de reglones con
presencia guerrillera, las tierras así adQulrld<Js resultaron bastante baratas. Sin embargo, los traficantes
de estupeteoentes se negaron a pag<Jrlas cuotas exigIdas por la guerrilla y decidieron mJs oten financIar
y potencier los grupos de autorJefensa campesina para ecebor con la guerrilla, sobre torta oestruvenao sus
beses ae apoyo pol/tico y social en la reglón. AsI, las principales víct imas de los llamados grupos
osremtuteres h;¡m stao no las fuerzas guerrilleras smo los dir igentes smtucetes y politices de izqulerrJa Que
actúan legal y púb licamente en zonas sumamente confli cti vas. En ciertas reglones del MagdiJlena Mea/o
por e jemoto, el éxtto de la actividad de los p;;¡ram,litares na siao tal que hoy no exlste vestiglo ni presen ci»
guerrillera ni organlzaCJón política y aopoter enernsttvs ...-: Ver tarnbén Informe del DAS' Organización de
sicarios que opera en el Magdalen a MediO", 10 de mayo de 1988 ANEXO :2 DEMANDA y párrafos 13 y 14
del I rlforme E!CN.4!1989f19!Aetd.lo ANEXO 9 DEMANDA

'.5
EICN.¿,/1990/22!Aad .1, párra fo 63. ANEXO 9 DEMANDA

.
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28 000739

73. Una vez ocurrida en 1989 en La Rochela la masacre de los
funcionarios judiciales que se movilizaron a la zona del Magdalena Medio
para investigar -entre otros casos-la desaparlci6n de los 19 comerciantes, el
Gobierno del presidente Virgilio Barco anunció la intencl6n de adoptar
medidas tendientes a enfrentar el para militarismo. Como parte de las
medidas adoptadas se separaron del servicio a dos comandantes militares se
habló de crear un cuerpo especial de la fuerza pública para Investigar grupos
paramilitares, Que no llegó a constituirse.

3. El marco jurfdico dentro del cual operaban los grupos
paramilitares al momento de los hechos

74. El Estado niega la existencia de una relación entre las Fuerzas
Militares y los grupos armados ilegales o que la relación de cooperación entre
el grupo paramilitar que actuaba en la zona al momento de los hechos y sus
propios agentes encontrara sustento en su propia legislación. Alega que
ciertas circunstancIas históricas y temporales determinaron fortalecimiento
de las relaciones institucionales entre las Fuerzas militares y organizaciones
comunidad, como un mecanismo de apoyo y fortalecimiento en la lucha
contra la subversión y que la prerrogativa de naturaleza legal que les
autorizaba el porte de un determInado tipo de armas, establecida en el
decreto 3398 del año 1965, no puede ser considerada como un
"salvoconducto" para los grupos paramilitares de la época.

75 . Alega que del análisis de la legislación tendiente a restablecer el
orden público turbado por estos fenómenos de violencia, se puede observar
que la reacción del Estado se caracterizó por el "endurecimiento de las penas
y de la tipificación de las conductas, lo que por ende se aparta de una actitud
de tolerancia o patrocinio por parte del Estado o de sus Fuerzas Militares".
Sin embargo al hacer referencia a las alegaciones en el sentido Que la justicia
militar aceptó la responsabilidad del General Yanine en la conformación de
los grupos de autodefensas, alega que estos actos deben interpretarse en el
contexto de la legalidad de las agrupaciones civiles de defensa en el
momento de su nacimiento. Por lo tanto reconoce que estas fueron
legalmente apoyadas por las fuerzas militares desde su nacimiento hasta el

- 89
66

ano 19 ,

76 . A fin de responder estas alegaciones y establecer la
responsabilidad internacional del Estado corresponde analizar la normativa
vigente al momento de los hechos y examinar su aplicación.

.. Mlnlstt!rio de Defensa de la República de Colombia, Escnto de contestación a la demanda de la
Cormsi ón en el caso 19 Comerciantes, 10 d~ egosto de 2001.
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29 000740
77, La Constitución Política vigente para fa fecha de los hechos era

la promulgada en 1886 y en ella se establecía, dentro del título XVI "De la
fuerza Pública", en el artículo 167 que: "La ley podrá establecer una milicia
nacional y organizará el cuerpo de policía nacional", Conforme a esa
disposición constitucional, se promulgó, bajo estado de excepción o de sitio
(artfculo 121 de la Constítucl ón de 1886), es decir, como reglamentación
transitoria, el Decreto 3398 de 1968, "Por el cual se organiza la Defensa
Nacional", Esta reglamentación fue convertida en legislación permanente a
través de la Ley 48 de 1968 "Por la cual se adoptan como leg islación
permanente algunos decretos leg islativos, se otorgan facultades al Presidente
de la República y a las asambleas, y se introducen reformas al Código
Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones",

78. De tal suerte que bajo el amparo de la Ley 48 de 1968G7 se
mantuvo vigente el Decreto 3398 de 1968, pero particularmente el artículo
33.3 del mismo. En esta norma se establece: "El Ministerio de Defensa
Nacional, por conducto de los comandos autorizados, podrá amparar, cuando
lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que estén
consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas". Esta
disposición autoriza la conformación de grupos armados con armas ofensivas
propias de acciones militares de ataque y no de acciones de defensa,

79. En contraste con esa disposición, se encontraba también
vigente, dentro del Título III "De los derechos civiles y garantías sociales", el
artículo 48 de la Constitución Nacional, conforme al cual: "Sólo el gobierno
puede introducir, fabricar y poseer armas y municiones de guerra . Nadie
podrá dentro del poblado llevar armas consigo sin permiso de la autoridad .. ."
Dentro de las normas convertidas en permanentes, se encontraba también el
articulo 25 del Decreto en mención . En ella se establecía : "Todos los
colombianos, hombres y mujeres, no comprend idos en el llamamiento al
servicio obligatorio, podrán ser utilizados por el Gobierno en actividades y
trabajos con los cuales contribuyan al restablec imiento de la normalidad"

80 . El 19 de abril de 1989, en el ma rco del estado de sitio decla rado
mediante el Decreto 1038 de 1984, el Gobierno colombiano promulgó el
Decreto 0815 "por el cual se suspenden algunas normas incompatibles con el
estado de sitio'~. Las consideraciones del Gobierno colombiano para
suspender los artículos 25 y 33(3) de la normatividad antes citada son
reveladores. En las consideraciones de este decreto se reconoce

Que bandas de sicanos, escuadrones de la muerte, grupos de autcdeíensa o
de justicia prrvada, equivocadamente denominados paramilitares son
responsables de actos perturbadores del orden públ ico; Que med iante decreto
LegislatIVO 339B de 1965, adoptado como le9islación permanente por el

.'Ar~EXO : ALEGATOS FWALES .

f" .ANEXO 2 ALEGATOS FINALES .
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artículo 1 de la Ley 48 de 1968, se autorizó la utilización de personal civil en
actividades y trabajos para el restablecimiento de la normalidad; "Que la
Interpret ación de estas normas por algunos sectores de la opinión pública ha
causado confusión sobre su alcance y finalidades en el sentido de Que se
puedan llevar a tomar como una autorización legal para organizar grupos
civiles armados Que resultan actuando al margen de la Constitución y la leyes;
Que los operativos para el restablecrm tenco del orden público son función
exclusiva del Ejército, de la Policía Naciona l y de los organismos de seguridad
del Estado; Que el Gobierno Nacional considera, en ejercicio de las
responsabilidades ccnstituc ionaies que le son propias, que en las
circunstancias actuales la vigencia de las normas mencionadas dificulta el
restablecrmlento del orden público; Que es necesarío suspender la vIgencia de
dichas normas, puesto Que su interpretación de algunos sectores de la opinión
pública contribuye a crear un amb iente de confusión que Impide Que se aúnen
esfuerzos para alcanzar la reconciliación y afectan negativamente la capacidad
de acción del EJército, la Policía Nacional y organ ismos de seguridad, en la
medida en que eros ionan la necesaria solidaridad de todos los sectores de la
Nación ; Que el Gobierno Nacional siempre ha combatido la existencia de
grupos armados Que operan al margen de la Const itucrón y la ley y que por
ello considera necesarlo suspender las normas mencionadas, con el f in de que
no exista ambigüedad alguna acerca de la voluntad del Gobierno y del Ejército.
la Policía Nacronat y organ ismos de seguridad , de enfrentar a quienes forman
parte de dichos grupos, los organizan, financian. promueven o de cualquier
manera les prestan colaboración . ..

Las consideraciones del decreto 0815 de 1989 constituyen un reconocimiento
del efecto del Decreto 3398 de 1965, incorporado como legislación
permanente en la Ley 48 de 1968, en el sentido que a su amparo o cobertura
se constituyeron y funcionaron grupos paramilitares que turbaron el orden
públ ico.

81. Pese a lo anterior, en lugar se derogar estas normas se las
suspendió mientras se siguiera turbado el orden público, Varias normas del
Decreto 3398 de 1965, incorporado como legislación permanente en la Ley
48 de 1968, fueron demandadas por inconstItucionales ante el órgano de
control para entonces, la Corte Suprema de Justicia. En sentencia del 2S de
mayo de 198969

, la Corte Suprema de Justicia, resolv ió la demanda de
inconstitucionalidad mencionada, En relación con el parágraFo 3 del artículo
33 del Decreto 3398 de 1965 señaló

A juicio de la Corte , el parágrato 3 del artículo 33 de la norma que se examina
contraviene lo dispues to por el artículo 48 de la Const itución Polít ica Que
est ablece Que 'solo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y
municiones de guerra. Nadie podrá dentro del poblado llevar armas cons igo,
Sin permiso de la autOridad. Este permiso no podrá extenderse a los casos de
concurrencia a reuniones pollticas. a elecciones, o a sesiones de asambleas o
corporaciones públicas, ya sea para actuar en ellas o para presenciartas', "En
la disposición constitucional, que t iene su ongen en la Carta de 1886, en su
redacción orig inaria se explica por la neces idad de establecer el monopolio de
las armas de guerra en cabeza del Gobierno, Que es el responsable de
mantener el orden públ ico y restablecerlo cuando fuere turbado, según lo
señala la Carta Polltíca. Es además, una fórmula Que tiene sentido hist órico

..
Anexo 2 de los alegatos.
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para superar graves conflictos que afectaron las retaciones civiles entre los
colombianos, y Que ahora adquiere una renovada slgnlflcación ante los
problemas que suscitan las d,.versas formas de la ;;¡ctual víolencia . El Gobierno
legítimo, por esta razón. es el único titular de este monopolio sin que le sea
permitido por la Carta a cualquier otra persona o grupo detentar las que
señaran como armas y municiones de guerra. En este sent ido, la Corte
considera que el concepto de armas de uso arlvetlvo de las Fuerzas Armadas .
debe corresponder al mismo Que señala la Constitución en la norma Que se
transcribe, y que ha sido desarrollado por disposic iones legales para distinguir
con base en cnterlos técnicos, que tienen relación con calibres, tamaños.
potencias, usos especializados. dotactón, o prop iedad, las armas que son de
uso privativo de las Fuerzas Armadas y las demás que pueden poseer los
particulares. ... por tanto la Corte habrá de declarar la inexequ lbllldad del
citado parágrafo...

B2. En cuanto al artículo 25, la Corte indicó:

Es preoso establecer la diferencia entre lo que es la defensa nacional y los
llamados 'grupos de autodefensa ' que han proliferado con la escalada de
violencia en los últimos tiempos y sobre cuyas características se genera tanta
confusión en el pais. ~En efecto. la Interpretación de estas normas ha llevado
la confusión a algunos sectores de la opinión pública que pretenden que ellas
pueden ser aprovechadas como una autoriz<lcl6n legal para organ izar grupos
civiles armados. La actividad de estos grupos se ubica al margen de la
Constitución y de las leyes. pues se convierten en grupos criminales Que
contribuyen con su presencia a agravar la sítuacr ón de orden públi co, por su
carácter retal íatono y agresivo y su pretensión de sustituir la acción legítima
del ejérc ito. la pollcia nacIonal y los organismos de seguridad del Estado, Que
son las autoridades a cuyo cargo se encuentra la función exclusiva del
restablecimiento del orden público. bajo la díreccrén y mando del Presidente de
la Reoúblice, según las voces losos tavables de la Constltuci6n Nacrnnal. El
artículo 25 de la Ley 48 de 1968 estab lece Que todos los colombianos,
hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio obligatorio,
podrán ser utilizados por el gobierno en actividades y trabajos con los cuales
cont ribuyan al restablecimiento de la normalidad. (...) ~Entonces no puede
sostenerse de ninguna forma que lo previsto en el artículo 25 pueda ser
realizado por los particulares; es el Gobierno Nacional, obrando como tal,
Presidente y Ministro de Defensa. el que puede por medio de decreto,
convocar a la rnovilizeción y utilizar a todos los colombianos en la tarea de
resrablecer la normalidad.... La defensa nacional es pues, una Institución que
está reglamentada por la ley, organizada por la autoridad constítucronat,
controlada por ella, con fines v límites y responsabilidad señalados en la Ley
48 de 1968 . ~EI llamado 'grupo de autocefensa ' no tienen respaldo en la
reglamentación legal ni es organizado por la autcndad o úbuca. No guarda
Vinculación ni ligamen con la Defensa Nacional, ni por su origen ni por su
actividad y fines.

Esa sentencia, tuvo un salvamento de voto. por parte del doctor Gustavo
Gómez Velásquez, qu ien no estuvo de acuerdo en que se mantuviera la
vigencia del articulo 25 porque en su opinión "Una posibilidad de ejercicio del
poder como la consagrada en el artículo 25 Que incluso ha originado los
llamados grupos de autodefensa o paramilitares.......

83 . Estas normas suspendidas y posteriormente declaradas
inexequibles parcialmente se encontraban vigentes al momento de los
hechos del caso de los 19 Comerciantes y cobijaban la actuación tanto de los
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grupos paramilitares como de la Fuerza Pública y las autoridades. Vale decir
que, para la época de los hechos, la conformación y actuación de grupos
paramilitares en la lucha contra la guerrilla y sus apoyos, era considerada
como legal. Esta percepción quedó plasmada de manera insólita en la
decisión del 17 de marzo de 1998 del Tribunal Superior Militar

Ahora bien, las orqanízaclones iniciales que agrupaban personas de diferente
condición económica y social y cuyos fmes primordiales fueron servir de aux ilio
a la Fuerza Pública en operaciones antisubversivas y defenderse de los abusos
y desmanes de los guerrilleros recibieron la denominación de grupos de
autodefensa. Estas agrupaciones...recibiendo en la mayoría de los casos, el
apoyo de la Fuerza Pública y las autoridades.
La existencia de los 'grupos de autodetensa ' se consideraban como de creación
legal de acuerdo al contenido de la Ley de Defensa NacIonal Decreto
LegislatIVo 3398 de 1965 (DIe 24) y el cual fue adoptado como legislación
permanente en la Ley 48 de 1968, legalIdad fundamentada particularmente en
el artículo 25 el cual consagraba "Todos los colombianos, hombres y mujeres,
no comprendidos en el llamamiento al servicio militar obligatorio, podrán ser
unuzacos por el Gobierno en actividades y trabajos con los cuales contribuyan
al restablecimiento de la normalidad". Pero además, con fundamento en lo
consagrado en el paráqrafo 3 del artículo 33 de la misma Ley de Defensa
Nacional, se autorizó al Ministerio de Defensa Nacional para amparar cuando lo
estimara conveniente y como de propiedad particular, armas que estuvieran
consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas . "De suerte que,
por la anterior situación jurídica se consideraba que los "grupos de
autodefensa" eran legales, circunstancia admitida por las autoridades y por
esa rezón gozaban de su apoyo".70

84. En la audiencia pública el Ilustre Estado reconoció que, para la
época de los hechos, el marco legal conforme al cual actuaban las
autoridades colombianas era el vigente desde 1955 y que para entonces se
habían sancionado las nuevas modalidades delictivas incluidas en el Decreto
180 de 1988 "Por el cual se complementan algunas normas del Código Penal
y dictan otras disposiciones conducentes al restablecimiento del orden
público"71. El Estado ha admitido que "algunos testimonios relatan cómo
algunas autoridades hicieron uso de las prerrogativas legales para Convocar a
la ciudadanía al apoyo en la lucha antisubversiva...", pero advierte que de
acuerdo a las pruebas no hay ningún indicio de que se haya convocado a la
ejecución de actos ilícitos. Sin embargo, ha quedado demostrado en este
caso que no sólo se convocó a la realización de conductas criminales, sino
que se apoyó y se participó directamente en la comisión de hechos delictivos.

85. Los presupuestos anteriores indican que el Estado colombiano
propició, mediante su legislación interna, la creación de los grupos
paramilitares como una herramienta de lucha contralnsurgente y que por ello
dichos grupos nacieron ligados a las fuerzas militares y de policía de
Colombia. No cabe duda que el surgimiento y fortalecimiento de los grupos

70
ANEXO 7 DEr~ANDA.

' 1
ANEXO 3 ALEGATOS FWALES .

...._--
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paramil itares tiene su soporte en la autorización que daban los artículos 25 y
33.3 del Decreto 3398 de 1965, convertidos en legislación permanente
mediante la Ley 48 de 1968. El legislador de excepción desbordó incluso las
dispos iciones de la Constitución Nacional, en tanto autorizó la propiedad (no
la posesión) de armas de guerra en manos de los particulares. Por esta
razón y por desconocer el pr inc ipio del monopolio de la fuerza, fue que la
Corte Suprema de Justicia declaró la inconst it ucionalidad de esta norma.
Aunque la Corte Suprema de Justicia no declaró la mconstituclonatldad del
artículo 2.5 del Decreto 3398 de 1965, sí reconoció que bajo el entendimiento
de esta autorización se crearon los grupos de autodefensas.

86 . Estas normas se aplicaron durante casi ve inte años y su
vigencia se extendió al momento de los hechos del presente caso. Este
marco legal propició, alentó y fortaleció el surgimiento y consolidación de los
grupos paramilitares en Colombia y la comisión de víolacrcnes a los derechos
humanos como la desaparición de los 19 Comerciantes. En este contexto,
según establece la jurisprudencia de la Honorable Corte, la aquiescencia del
Estado respecto de los actos de particulares cobijados por esta normativa
genera su responsabilidad tntemacíonal."

III. LA RESPONSABILIDAD DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA
POR LA VIOLACIÓN DE LA CONVENCIÓN AMERICANA EN
PERJUICIO DE LAS VíCTIMAS Y SUS FAMILIARES

A. El Estado colombiano es responsable por la violación de
los derechos a la vida, la libertad y la integridad personal de las
víctimas, consagrados en los artículos 4, 7 Y 5 de la Convención
Americana

87. Las víctimas en el presente caso fueron arbitraria e
ilegítimamente privadas de su libertad por el grupo paramilitar. Dichos
grupos armados de particulares carecen de toda potestad legal para interferir
con la libertad física del resto de los ciudadanos. Por ello, de conformidad a
que en este caso los actos de los paramHitares resultan imputables al Ilustre
Estado, como se ha probado ante la Honorable Corte, cabe concluir que éste

7;
'Con 'unOamento en las pruebas examinadas y teniendo en cuenta 105 alegatos de las partes,

la Corte considera probado que, en la época ele los hechos relevantes del presente caso, las patrullas
elvues tenian una relación Institucional con el Ejército, realizaban act ivld/ldes de apoyo a las 'unCiones de
las fuen as armadas y, aún mas. reclblan recursos, armamento, entrenamiento y órdenes directas del
EjérCito guatemalteco y operaban bajo su supervrslén, ya esas patru llas se les atribuían var ias violaciones
de cercenes numenes . Incluyendo eiecuc.cnes sumarlas y extrajudicia les y desapariciones (orzadas de
personas (supra parro 52. p) . [ .. ] En ccnsecuencra, la Corte declara que la aqu rescencla del Estado de
Guatemala en la realizac ión de tales acti vidades por parte de las patru llas civ iles. permiten concluir, que
c icnas p~trullas deben ser consideradas como agentes del Estado. y por lo tanto, Imputa bles a éste los
actos por ellac pract lClldos'Corte [DH, Caso Blake, Sentenc ia del 24 de enero de ¡99B, párrafos 76 y 78 .
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es responsable por la violacIón del artículo 7 de la Convención Americana en
perjuicio de las 19 víctimas.

BB. Asimismo, los hechos que precedieron la ejecución de las
víctimas y sus circunstancias permiten inferir el padecimiento de sufrimiento
psicológico y moral que aquellas debieron atravesar en esos momentos. En
este sentido, cabe resaltar en esta oportunidad que tanto la Corte Europea
de Derechos Humanos como la Honorable Corte han señalado Que en ciertos
casos la amenaza de tortura, en sí misma, puede constItuir una violación del
derecho al trato Inhumano previsto ya sea en el artículo 3 de la Convención
Europea o en su símil , el artículo 5 de la Convención Americana,

respectivamente.
73

En el presente caso, las circunstancias que precedieron
la ejecución de los 19 comerciantes constituyeron efectivamente un anuncio
o amenaza real e inminente de que serían prlvados de sus vidas de manera
arbitraria y violenta lo que, de por sí, constituye trato inhumano en los
términos del artículo 5 de ra Convención Americana y configura por ello la
responsabilidad Internacional del Estado.

89. Con respecto al derecho a la vida el artículo 4 de la Convención
Americana establece que toda persona tiene derecho a que se respete su
vida y que nadie puede ser privado de la vida en forma arbitraria. En el
presente caso, las víctimas fueron arbitrariamente privadas de sus vidas en
estado de indefensión, mientras se encontraban bajo el control del grupo
paramilitar que operaba en la zona y de conformidad con lo que se ha
probado ante la Honorable Corte tales actos resultan imputables al Ilustre
Estado. En efecto, Á/varo Lobo Pacheco, Gerson Rodríguez, Israel Pundor,
Angel Barrera, Antonio Flórez Contreras, Carlos Arturo Riatiga, Victor Ayala,
Alirio Chaparro, Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rubén Pineda, Gilberto ornz,
Reinaldo Corso Vargas, Hernán Jáuregui, Juan Bautista, Alberto Gómez y Luis
Sauza fueron ejecutados por sus captores y posteriormente sus cuerpos
fueron destruidos de manera brutal con el fin de impedir su identificación.
Asimismo, se determinó que Juan Montero y Ferney Fernández corrieron
similar suerte tras su detención-desaparición el 18 de octubre de 1987.

90. Al respecto, la Honorable Corte ha establecIdo en su
jurisprudencia Que:

El cumplimiento del artículo 4. relacronado con el articulo 1.1 de la Convención
Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de Su vida
arbitrariamente (obligación negativa) , sino que además requiere que los
Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el
derecho a la vida (obl igación positiva) (Caso 8ámaca vel ésouez; y Caso de Jos
"Niños de fa Cette"), bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de

'3
En este sentido ver furo Court H.R.. Csmpbett cnd coseos )udgm~nr of 25 February 1982,

Senes A. N° 48, párrafo ~6, c\t~do por la Corte IOH. en el Caso Vl/lagrán Morales y otros, Sentencia del!9
ae noviembre de 1999, párrafo 165.
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los derechos de todas las personas bajo su junsdicci ón (Caso Cantoral
BeniJVldes, Caso de los "Niños de la Cette" (Villagréin Mora les y otros).
Reparaciones y Caso de la "Panel Blanca " (Paniagua Morales y otros).
Reparaciones) . Esta protección act iva del derecho el la vida por parte del
Estado r\O s610 involucra a sus leglsl<ldores, sino a toda Institución estatal, y a
quiene s deben resgua rdar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de pollda y a
sus fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben tomar las
medidas necesarias, no sólo para preven ir y cast igar la pr ivac ión de la vida
como consecuencia de actos crim inales, sino también prevenir las ejecuciones
arbitrarias por parte de sus oropías tuerzas de seguridad (Caso Bámaca

vel ésauez, y Caso de los "Niños de la Cetle" (Vl/lagrán Morales y otros)."

91. En virtud de lo anteriormente establecido, la Comisión solicita a
la Honorable Corte que declare al Estado colombiano responsable por la
violación de los derechos a la vida, la libertad y la integridad personales
consagrados en los artículos 4, 7 Y 5 de la Convención Americana en
perjuicio de Álvaro Lobo Pacheco, Gerson Rodríguez, Israel Pundor, Ángel
Barrera, Antonio Flórez Contreras, Carlos Arturo Riatiga, Víctor Ayala, Alirio
Chaparro, Huber Pérez, Álvaro Camargo, Rubén Pineda, Gilberto Ortiz,
Reinaldo Corso Vargas, Hernán Jáurequl, Juan Bautista, Alberto G6mez, Luis
sauza. Juan Montero y Ferney Fernández.

B. El Estado colombiano ha incumplido con su obligación de
investigar la ejecución de las víctimas V juzgar a los responsables
conforme a los estándares previstos en los artículos 8(1) V 25 de la
Convención Americana

92. En el presente caso, transcurrldos 17 años, el Ilustre Estado aun
no ha cumplido en forma efectiva con su deber de j uzgar y sancionar a los
responsables por la ejecución de las víctimas y reparar a sus famil iares. Por
lo tanto la Com isión solicita a la Honorable Corte que declare que el Ilustre
Estado ha incumplido con su obligación de invest igar la ejecución de las
víctimas y juzgar a los responsables conforme a los estándares previstos en
los artículos 8(1) y 2S de la Convención Americana, así como su deber de
asegurar el cumplimiento con sus obligaciones conforme al articulo 1(1) de
ese Tratado.

93 . Los recursos Judiciales arb itrados por el Estado para esclarecer
la muerte de las víctimas no satisfacen 105 estándares de justicia previstos en
la Convención Americana. Estas normas establecen la obligación de prever el
acceso a la justicia con garantías de legalidad, independencia e imparcialidad
dentro de un plazo razonable, así como la obligación general de proporcionar
un recurso judicial eficaz frente a la violación de 105 derechos fundamentales,

'. Corte IDH . caso Juan Humbert o S3n:he~. s¡>nte,.. c,a de 3 de Junio de 20 03, oárr. :10.

_._._-
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incorporando el principio de la eficacia de los instrumentos o mecanismos
procesales.

94. Estas normas de la Convención cobijan el derecho de las
víctImas de un ilícito, o sus familiares, a que un tribunal penal ordinario
determine la Identidad de los responsables, los juzgue e imponga las
sanciones correspondientes con las debidas garantías. En tal virtud, el
juzga miento de los oficiales del Ejército, presuntos autores intelectuales de la
masacre, ante la justicia militar que culminó con la cesación de
procedimiento, vulnera las garantías prevIstas en los artículos 8 y 25 de la
Convención Americana.

95. El 9 de abril de 1996 la Unidad de Derechos Humanos vinculó al
Mayor de Ejército Oscar de Jesús Echandía Sánchez y al Sargento OtonJel
Hernández Arciniegas a la investIgación. Este último fue capturado y el 29
de mayo de 1996 se profirió medida de aseguramiento en su contra. El 25
de junio de 1996 se dispuso la vinculación del Coronel Hernando Navas Rubio
y del General Farouk Yarune oraz, vinculado al proceso como presunto autor
intelect ual de la desaparición forzada y ejecución extrajudicial de las
víct imas. Como respuesta, el 5 de noviembre de 1996 el entonces
Comandante del Ejército Nacional, Harold Bedoya Pizarra, en su carácter de
Juez de Primera Instancia, promovió colisión de competencia positiva contra
la Unidad de Derechos Humanos con el fin de que se trasladara a la justicia
penal militar la causa contra los oficiales vinculados. El 26 de noviembre de
1996 el Consejo Superior de la Judicatura dirimió la colisión de competencias
en favor de la jurisdicción militar. El 18 de junio de 1997, el juez militar de
primera instancia ordenó la casación de procedimiento en favor de los
oficiales vinculados. El 17 de marzo de 1998 el Tribunal Superior Militar
confirmó dicha resolución .

96 . Por su naturaleza y estructura, la jurísdlcción penal militar no
sat isface los estándares de independencia e imparcial idad requeridos por el
artículo 8(1) de la Convención Americana, y que resultan del todo aplicables
al presente caso. En este sentido la Honorable Corte ha expresado que

En un Estado democrátíco de Derecho la jurisdicción penal mil itar ha de tener
un alcance restrictivo V excepcional y estar encam inada a la protección de
Intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna
(as fuerzas mil itares. Así, debe estar excluido del ámbito de la Jurisdicción
militar el juzgamiento de civiles y sólo debe juzgar a militares por la comisión
de del itos o faltas que por su propia natu raleza atenten contra bienes jurídicos

propios del orden milita/
S
-

" Cort e I.D.H . ceso ourona y UgiJrte, Sentencia del 16 de iJgosro de 2000. pá rrafo 11 7.

--_ .~--_ -
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97, Por su parte, la Corte Constitucional de Colombia se ha
pronunciado sobre la jurisdicción de los tribunales militares para examinar
casos relativos a violaciones de derechos humanos. A este respecto ha
señalado que:

Para que un delito se ubique dentro de la competencia del sistema de justicia
penal militar, debe haber un claro vinculo desde el comienzo entre el delito y
las actividades del servicio militar, Es decir, el acto punible debe darse como
un exceso o abuso de poder Que ocurra en el ámbito de una actIvIdad
directamente vinculada a la función propia de las fuerzas armadas. El vinculo
entre el acto criminal y la activ.dad relacionada con el servicio militar se rompe
cuando el delito es extremadamente grave, tal es el caso de delitos contra el
género humano. En estas circunstancias, el caso deberá ser remitido al

76
sistema de justicia civil.

98. En el presente caso, la justicia ordinaria estimó que existían
serios indicios sobre la participación de miembros del Ejército en la autoría
intelectual de la masacre, lo que llevó a la Unidad de Derechos Humanos a
solicitar las órdenes de captura correspondientes. La actividad imputada no
puede considerarse como legítima y vinculada a la función propia de las
Fuerzas Armadas. Este hecho, sumado a fa proximidad y la permisividad de
los vínculos mantenidos entre los miembros del Ejército que entrenaban y
armaban a los paramilitares de fa zona y frecuentemente alentaban sus
actividades violentas en vez de reprimirlas, determina que los oficiales
implicados debieron ser juzgados ante la justicia ordinaria .

99. Por otra parte, el juzgamiento de los civiles responsables por la
autoría material de los hechos aun se encuentra pendiente, a pesar de haber
transcurrido diecisiete años desde la ocurrencia de la masacre. Una
investigación penal debe realizarse prontamente para proteger los intereses
de las víctimas y para preservar la prueba e incluso para salvaguardar los
derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea
considerada sospechosa. En el presente caso, a pesar de los datos
disponibles desde un principio sobre las actividades de los paramilitares en el
Magdalena Medio y sus vínculos con el Ejército, se produjo un retardo
manifiesto que impidió recuperar los restos de las víctimas que pudieran
haberse encontrado, así como el inicio formal de la investigación, durante un
plazo Irrazonable. Asimismo, a pesar de las condenas proferidas en 1998,
después de diecisiete años no se ha juzgado a todos los Implicados en la
masacre.

" Corte Constitucional, Sen~Encla C-358del S de agostode 1997, Anexo B8,

'_.,._'- ---
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100. La Honorable Corte ha establecido que a los efectos de

determinar la razonabilidad del plazo dentro del cual debe recibirse la debida
protección judicial por parte de los órganos competentes deben tenerse en
cuenta la complejidad del asunto, la actívtdad procesal del interesado y la

77
conducta de las autoridades judiciales.

101. Según ya se ha establecido, tras ser abierta el 27 de octubre de
1987 por el Juzgado 8 de Instrucción Criminal de Cimitarra, la investigación
de la masacre de los 19 comerciantes permaneció radicada en la Fiscalía
Regional de Cúcuta por más de siete años sin que se vinculara a persona
alguna. Finalmente, el 31 de marzo de 1995 se vinculó a un número de

7B
civiles a la investigación y se dictó medida de aseguramiento en su contra .
En septiembre de 1995, la investigación fue trasladada a la Unidad de
Derechos Humanos de la Flscalfa General de la Nación

J 9
.

102. La primera sentencia condenatoria contra algunos de los autores
materiales fue proferida por el Tribunal Nacional el 14 de abril de 1998, vale
decir, a más de una década de ocurridos los hechos. Según surge de la
información aportada por el Estado, recientemente se produjo la calificación
de la Invest igación que se adelanta contra el resto de los civiles implicados.
Efectivamente, ellO de agosto de 1999 se dictó resolución de acusación en
contra de Luz Marina Ruiz de Pérez, Diego Viáfara Salinas, Jalro Iván Galvls
Brechero, Waldo Patiño García y Lanfor Miguel Osuna Górnez. Transcurridos
17 años de la masacre aun no se ha juzgado a todos los autores materiales.

" Corte LD.H. Caso Gen/e L<3 C<3Y,', Sentencia del 29 de enero de 1997. párrafos 77-81; Caso
Suérez sosero, Sentencia del 12 ae noviembre de 1997. párrafos 69-75 .

>. El J I de marzo de 1995 la F,scdlia Regiona l de Cúcuta dictó medida de aseguramiento de
cetención preventiva contra Nelson Lesmes l.equrzarn ón, Carlos Alberto Yepes Londoño y Wllson de Jesús
Pérez D 'H~n, quie nes fueror capturados; el S de junio se tomó la misma cecisíón contra r1arcelino
Panesso acampo, qulM se encontraba condenado por la masacre de La Rochela, y el 5 de septiembre de
1995 contra Alonso de Jesús aaquerc Agude lo. Con relacl 6n a la masacre de La Rochela ver "Info rme del
Relator Especial Se~or S. Amos wako sobre la visita a COlombia realizaoa por el Relator Especial sobre
ejecuciones sumarias o arbitrarias (10 al 20 de octubre de 1989)" E/CN .4/19901221 Add. l. 24 de enero
de 1990 , Anexo 9, pág . 19.

79 El 29 de enero de 1996 se CI:!rr6 parcialmente la Inv!' st igación respecto de Nelson Lesmes
Leguizamón. Carlos Alberto Vepes Londoño, w .rson de Jesús pérez purén y r'1arcellno Panesso ocernpo. Se
ordenó vmcuíar a Jalro Iván Galvis Brochero. El 7 de rebrero de 1996 se proflrl6 med ida de aseguramiento
de ceteocrón preventiva contra LuiS All:ler1o Arrleta Morales por los delitos de secuestro extorsrvo ,
hornlcld ro agravado e infracción al artículo 2 del Decreta 1194 de 1989 (delitos de oararmntarísmo y
sicarrato ). quien se encontraba deten ido en la cárcel de rnáxrrna sequricad de ¡tagul. El 7 de marzo de
1996. se cauñcó la Investigación con resolución de acusación contra Carlos Alberto Yepes Londol'\o y
Marcellno PMesso Ocampo por los delitos de secuestro sxtorslvo, normcroío agravado e mrreccrón al
articulo 2 del Decreto 1194 de 1989 (delitos de parern .ütar tsrnc y slcarlato}; contra Nelson Lesmes
Leguizamón por los delitos de secuestro extorstvo y normcio ro agravado; y contra W,lson de Jesús Pérez
por ",fracclón al artículo 2 del Decreto 1194 de 1989 (de iotos de paramllitarismo y stcanoro). El 29 de
marzo de 1996 se dispuso la vmculacr ón ce wardo Patl~o Garela y Roblnson Gutlé rrez de la Cruz . El 14 de
mayo de 1996 se ordenó el ernp'azamrento de osear de Jesús Echandia sanchez. reiro lvan Galvls
Brocherú, Waldo Patiño García y Roblnson Gutiérrez de la Cruz y el 25 de mayo fueron declarados
euserres . El 9 de agosto de 1996 se les Impuso mecrce de aseguramiento de detención preventiva .
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103. Ello hace evidente que las autoridades judiciales incurrieron en
graves om isiones al cumplimiento de la obligación béslca de impartir justicia,
tales como el retardo de siete años en la apertura formal de la investigación
de una masacre. Con relación a la complejidad del caso y la actividad de las
partes interesadas, corresponde señalar que a pesar de los testimonios e
indicios disponibles no se practicaron las diligencias necesarias para
esclarecer 105 hechos y recobrar los cuerpos de las víctimas.

104. En conclusión el Estado no ha arbitrado los medios necesarios
para cumplir con su obligación de investigar la ejecución extrajudicial de las
víctimas, juzgar y sancionar a los responsables y reparar a 105 familiares de
las víctimas. El asesinato de las víctimas permanece en su mayor parte en la
impuni dad lo cual, según ha señalado la Honorable Corte, "propicia la
repetición crónica de las violaciones a 105 derechos humanos y la total
indefensión de las víctimas y sus fam iliares',Bo.

C. El Estado colombiano es responsable de violar el derecho
a la integridad psíquica y moral de los familiares de las víctimas,
previsto en el artículo 5 de la Convención Americana

105. Las circunstancias en las cuales se produjo la violación del
derecho a la vida en el presente caso así como la impunidad y el salvajismo
con los cuales fueron desechados Jos cuerpos de las víctimas causó gran
dolor y tormento a sus familiares, quienes probablemente nunca lograrán
recuperar, sepultar y honrar los restos de sus seres queridos. Esta situación,
sumada a la Indiferencia demostrada por las autoridades que omitieron
participar en la búsqueda de las víctimas, constituye un trato cruel e
inhumano en perjuicio de la integrIdad psíquica y moral de los familiares de
las víctimas en términos del artículo 5 de la Convención Americana en
perjuicio de los familiares de las víctimas

106. Según ha establecido la Honorable Corte en su jurisprudencia,
las circunstancias en las cuales se producen ciertas violaciones a los derechos
humanos fundamentales puede generar en los familiares de las víctimas
" sufrimient o y angustia, además de un sentimiento de inseguridad,
frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades públicas de
investigar los hechos"Bl. Como consecuencia, a efectos de determinar si la
integndad psíquica y moral de éstos se ha visto comprometida en el sentido
del artículo 5(1) de la Convención Americana, deben tenerse en cuenta las

" Corte l.D.H. C"SO PJnJJgua Morales y otros, 8 ele marzo ele1998. párrafo 173.

" ce-te I.D.H. Caso 8 lake, Sentencia cJel21 ae enero de 1998, párrllro 114.
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circunstancias del caso, la gravedad del maltrato y el hecho de no contar con
información oficial para el esclarecimiento de la violación sufrida por la

víctima82. La Honorable Corte ha establecido también la responsabilidad del
Estado por la violación del artículo 5 de la Convención en perjuicio de los
familiares de la víctima en casos en los cuales los restos mortales de su ser o
seres queridos fueron ya sea incinerados con el fin de borrar todo rastro que

condujera a su paradero
B3

, o abandonados en un paraje deshabitado,
84

expuestos a las inclemencias del tiempo y la acción de los animales .

107. Con relación a fas ctrcunstancias de la ejecución y el maltrato
sufrido, 17 de las víctimas fueron ejecutadas y sus cuerpos descuartizados y
arrojados al Río Magdalena frente al sitio "Palo Mango" por los lados de
Zambito y que sus miembros fueron divisados por 105 pobladores río abajo

entre noviembre y diciembre de 1981
5

• Los cuerpos de las dos víctimas

restantes habrían sido arrojados al caño El Ermitaño
B5

sin que los cuerpos
hayan sido recuperados. Asimismo las autoridades respondieron con
indiferencia a la solicitud de ayuda de los familiares tras la desaparición de
las primeras 17 víctimas, lo que los llevó a emprender por sí mismos una
búsqueda que sólo incrementó la pérdida de vidas. Finalmente, tras más una
década de espera, se exoneró de responsabilidad a los agentes del Estado
implicados mediante un recurso que no satisface las garantías de
independencia e imparcialidad exigidos por las Convención.

loa. Finalmente el Ilustre Estado ha incumplido su obligación de
garantía conforme al artículo 1(1) de la Convención Americana, conforme a la
cual los Estados partes deben asegurar el ejercicio de los derechos y
libertades reconocidos en la Convención a las personas bajo su jurisdicción.
Se trata de una obligación que involucra el deber de organizar el aparato
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se
manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.
Es como consecuencia de esta obligación que los Estados partes tienen el

'l Corte I.O.H. Caso Villagrán Mora/es y otros, Sentencia del 19 de noviembre de 1999, párrafo
176. Ver también Eur. Court HR Kurt v, Turkev, Judgmenr or 25 Hay 199B, Reporrs of Judgments aod
Decis,oM 199B-lIT, párrafo :30; UN Comrnittee 0'1 HR App/lcatlon N° 10711981 Quinteros 11'. Uruguay,
p érrero 14.

" Corte LO.H . Caso Blalce, SentencIa del 24 de enero de 1998, párrafo 115.

,. Corte LD.H. Cilso VI/lagr~n Morales y otros, seoteocie del 19 de noviembre de 1999, párrafo
174 .

. S Informe del 0.&.5 del 10 de mayo de 1988, Anel'o S2, pág. 8.

, . üeclaracrón del señor Rotnoson Gutiérrez de la Cruz ante el Juzgado 16 de Instrucción
Cnrnnal , 22 de octubre de 1988, Anexo SI .
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deben jurídico de prevenir, investigar y sancionar toda violación de los

derechos proteg idos en la Convención Americana 67. La Honorable Corte ha
sostenido que:

Si el aparato del Estado actúa de modo Que tal violación quede Impune y no se
restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos,
puede afirmarse que ha Incumplido el deber de garantizar su libre y pleno
ejercicio a las personas sujetas a su junsdrccí ón88.

IV. CONCLUSIONES SOBRE EL FONDO

109. La desaparlclón de los 19 Comerciantes es atribuible al Estado
colomb iano y compromete su responsabilidad internacional por violación del
derecho a la vida , la integridad personal, la libertad personal y la protección
judicial consagrados en la Convención Americana. En el presente caso, la
prueba documental aportada con la demanda y los testimonios producidos en
el marco de esta audiencia pública, demuestran que, al momento de los
hechos, los grupos paramilitares de la reglón del Magdalena Medio operaban
cob ijados por marco legal entonces vigente y mantenían una relación lega l e
instituciona l con la Fuerza Pública de la cual recibían armamento,
entrenamiento e inteligencia militar.

110. Como consecuencia de esta situación , y según ya señalara en su
Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Colombia, la
Comisión considera que el Estado colombiano es responsable de manera
general por la existencia y fortalecimiento de los grupos paramílttares'",
Asimismo, según ha establecido la Honorable Corte en su jurIsprudencIa, los
grupos de civiles que gozan de una relación legal/institucional con el Ejército,
realizan actividades de apoyo a las Fuerzas Armadas y aun más, reciben
rec ursos, armamento o entrenamiento de ellas, deben ser considerados como
agentes del Estado y por lo tanto los actos de dichos grupos resultan
imputables a éste 90

•

111 . El grupo paramilitar que perpetró la desaparición de los 19
Comerciantes también contó con el apoyo y la participación de miembros de
la Fuerza Pública. Los elementos de prueba apuntan a la participación
directa de agentes del Ilustre Estado, concretamente oficiales del Ejército, en
la autoría intelectual de la masacre de los 19 comerciantes. Cabe destacar

A1 Corte I.O .H. Caso vet ésquez RoeJriguez, Senrencla del 29 ae Jubo ae 1988, párrafo 166 .

" Iotaem, pár rafos 17 4 Y 176.

•• Tercer Informe sobre la Sttveci án de los Derechos Humanos en Colombia (1999) , Capitulo IV
pá rra fo l36 .

" Corte l. D.H. Caso Biake , Sentencia eJe/24 de enero de 1998, párrafos 76 y 78 .

-._-.---._-
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que dichos elementos de prueba sirvieron de base para la vinculación y el
dictado de órdenes de prisión preventiva en contra del Mayor Osear de Jesús
Echandía Sánchez, el Sargento Otoniel Hernández Arciniegas, el Coronel
Hernando Navas Rubio y el General Farouk Yanine Díaz por parte de la
Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía y que estos imputados fueron
exculpados tras el traslado de la causa a la jurisdicción penal militar, cuyo
empleo en este caso es incompatible con la Convención Americana.

112. A pesar de que en el presente caso los procesos desarrollados a
nivel interno son fuente de numerosos y contundentes elementos de prueba
que apuntan a la responsabilidad de miembros de la Fuerza Pública en la
comisión , por acción u omisión, de graves violaciones a los derechos
humanos, este caso se caracteriza por la impunidad tras la cual se escudan
los responsables.

113. Transcurridos 17 años de la desaparicl6n de las víctimas y a
pesar de los miles de folios que dan testimonio de las pruebas disponibles, no
se ha condenado a miembros de la Fuerza Pública. El empleo de la justicia
militar para juzgar a miembros del Ejército acusados de participar en la
comisión de graves violaciones a los derechos humanos constituye una seria
vulneración del derecho a las garantías judiciales así como de la obligación
del Estado de asegurar el acceso a la protección judicial, espec ialmente en un
caso en el cual se denunciaron violaciones al derecho a la vida , la libertad y
la integridad personales.

V. LA REPARACIÓN DEL DAÑO CAUSADO

114. El daño material e inmaterial ocasionado por las violaciones a la
Convención Americana establecidas en este caso deben ser reparados
conforme a los estándares establecidos en el derecho intern acional. La
Comisión, en consu lta con los representantes de los familiares de las
víctimas, presentó a la Honorable Corte las pretensiones en materia de
reparación en su escrito de fecha 24 de marzo de 2003 . Producida la prueba
documental, testimonial y pericial ofrecida, la Comisión pasa a presentar sus
alegatos finales sobre reparaciones

A. Daño inmaterial padecido por los familiares de las
víctimas y medidas de satisfacción y rehabilitación

115. La Honorable Corte ha sostenido que en caso de violaciones
graves como la desaparición forzada, el daño causado a los familiares de las
víctimas se presume dada la gravedad y las características de la violación,91

) 1

En rnatena del daño Inmaterial sufrido por las vlcttrnas, la Honorable Corte ha establecido la
exrstencra de una oresuncl én con relación al ca ño Inmaterial sufrido por las víctimas de vre tactcnes de
cerecnos nurnanos y sus fam iliares al Indicar Que el daño moral o tnmatertat Infligido a las víctimas resulta
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En el presente caso, la Comisión ha producido prueba a fin de Ilustrar el daño
padecido por los familiares de las víctimas mediante las declaraciones
juradas rendidas por (1) Marina Lobo Pacheco, (2) Carmen Rosa Barrera
Sánchez, (3) Lina Noralba Navarro Flórez, (4) Luz Marina Pérez Quintero, (5)
Miriam Mantilla Sánchez, (6) Manuel Avala Mantilla, (7) Ana Murlllo de
Chaparro, (8) Suney Dinora Jáuregui Ialmes, (9) Rosalblna Suárez y (10)
Ofelia Suaza Suárez; así como mediante los testimonios de Alejandro FI6rez
Pérez, Wilmar Rodríguez y Luz Marina Pinzón en la fase oral del
procedimiento y el peritaje rendido por el doctor Carlos Martín Beristain. En
el presente caso, el soporte probatorio demuestra tanto los daños materiales
e inmateriales como la idoneidad de las medidas de reparación solicitadas.

116. El Ilustre Estado ha alegado no se ha demostrado la
dependencia económica de los declarantes respecto de las víctimas. La
Comisión considera que por el contrario, las declaraciones juradas de los
familiares hacen referencia al tipo de relación de dependencia económica que
sostenían con las víctimas .

Mi hermane desde que tenia 17 años se hizo carqo de la familia, es decir, de
mi papá, mi mamá, mi hermano Jesús, mi primo José Erosmo y yo. El se hizo
cargo de nosotros por que mi papá vivía muy enfermo de los huesos y no
podía trabajar"'

Asimismo, demuestran la relación de cercanía afectiva con las
víctimas.

r-li hermano Alvaro era muy amoroso y dedicado a mi familia, especialmente
con mis padres. [ ...) Era la persona que le deba alegría y ambiente al hogar, le
ponía mucho entusIasmo a las fechas especiales como el dia de la madre, los
cumpleaños y diciembre"

Así como ilust ran a la Honorable Corte las afectaciones Que la desaparición
de los 19 comerciantes provocó en los diferentes núcleos familiares.

A partir de la desaparición de mi hermano mi mamá cambió se volvió otra
persona [" .] perdió el int erés en la vida [ ...) no le importa nada de la casa, se
volv ió muy apática [ ...) buscó refugio en una religi6n~

evícence. pues es orcp.o de la naturaleza humana Que toda persona sometida a agreSIOnes y vejárnenes a
sus oerscnos humanos experimente un sufrimiento moral, y que "no requiere prueba para llegar a la
menclonaoa conc tus.éo". C/r. Corte I.D.H., Caso Juan Humberto S6:'\chC!%. Sentencia de 7 de Junio de
2003. Serie C No. 99, párr. 175; Casodel Caracazo. Reparaciones (art , 63 .1 convencióo Americana sobre
Derechos Hi.manos). Sentencia de 29 de agosto de 2002 Serie C No. 9S, párr. 50 e), y Caso Truj illo
Oroza. Reparaciones (art. 63 .1 Convenc i ón Americana sobre nerecnos Humanos). Sentencia de 27 de
febrero Ce 2002. Serie e No. 92, párr. 88.

" Decleraci ón Jurada de Carmen Rosa BafTer¡¡ Sánche¡.

.,
DeclaraclonJurada de Marina Lobo Pacheco.

•• DeclaraciónJuradade Harina toco Pacheco.

---
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117. Las declaraciones Juradas coinciden en términos generales con
los testimonios rendidos ante la Honorable Corte, conforme indica el peritaje
del doctor Carlos Martín Beristain y la prueba producida es ilustrativa e
Idónea para informar la decisión de la Honorable Corte en la determinación
de las reparaciones debidas en el presente caso.

118. Para demostrar el daño producido y la necesidad de adoptar
medidas de reparación adecuadas al caso y sustentar las pretensiones de los
representantes de las víctimas en materia de reparación, la Honorable Corte
tuvo la oportunidad de oír en testimonio a tres testigos -hijo, hermano y
conyuge de tres de las víctimas- quienes Ilustraron los diversos efectos de la
desaparición de las víctimas en su proyecto de vida y dinámicas familiar. El
testimonio de ALEJANDRO FLÓREZ PÉREZ, hijo de AntonIo FI6rez Contreras,
ilustró de manera exhaustiva y clara el impacto emocional de la desaparición
de su padre y de las noticias fragmentarias sobre la forma en la cual habría
sido ejecutado, sobre los distintos miembros de su familia. Asim ismo, ilustró
las consecuencias que la búsqueda de la verdad tuvo sobre la seguridad de
su familia y cómo la llevó al ex il io que ha afectado su proyecto de vida como
en la suerte de la familia , el efecto de la desaparición de su padre. El
testimonio de WILMAR RODRÍGUEZ puso de manifiesto el sentimiento
indefensión e inseguridad generado por la desaparición de su hermano
Gerson Rodríguez e ilustró los efectos de la desaparición de sobre su
proyecto de vida y el cambio en la dinámica familiar. Por último, el
testimon io de LUZ MARINA PINZaN reveló el estado de incertidumbre
permanente sobre el destino de su cónyuge desaparecido, Juan Alberto
Montero Fuentes, y el impacto en su hija.

119. El daño inmaterial causado a los fam ilias de las víctimas fue
evaluado mediante el peritaje del doctor Carlos Martín Beristain, quien ilustró
a la Honorable Corte sobre los efectos de este tipo de violaciones sobre los
familiares de las víctimas, tanto por el hecho mismo de la desaparición, como
por la Impunidad y el menoscabo en la integridad psicológica y moral de los
sobrevivientes.

120 . En cuanto a la metodología del peritaje el perito señaló:

tuve que realizar muchas entrevistas a muchas personas [ ...] He entrevistado
a 26 personas de los núcleos de 13 de las víctimas del caso. Veinticinco 105
entreviste hace seis meses [...) y a tres los he entrevistado en el tiempo
anterior a esta misma audiencta. Calculando el tiempo Invertido en hacer ese
peritaje, más o menos han Sido unos 60 horas de trabajo (...] a veces
individuales, a veces famil iares de dos personas del mismo núcleo familiar y
han sido entrevistas semiestructuradas, es decir, entrevistas con un guión
exploratorio de cosas a unos iterns a explorar, por ejemplo, sobre el duelo,
sobre el estrés postraum étícc, sobre el nivel de depresión, etcétera , pero
también entrevistas abiertas en el sentido de dejar el espacio para que los
familiares puedan contar su exoeríencia como entrevistas orientadas a evaluar
el Impacto familiar, qué consecuencias tiene eso en la dinámica fam iliar, que
supera los marcos de los ítems o de los síntomas rndivrduales desde el punto
de vista pslcoléq ico. [ ...]

_.__._-
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121. En cuanto a la representatividad del estudio, el doctor Beristain

indicó :

SI no estoy mal el 70% de los casos y supera desde luego la representatividad
cuantitativa de cualquier muestra o estudio de ese t ípo, es decir, un número
significativo personas entrevistadas. En cambio si me piden una
representatividad cualitativa también de la muestra, en el sentido de que
gente que ha vivido el mismo tipo de hecho, que no ha habido una gran
variabilidad de las consecuencias psrcol óqtcas, nos hemos encontrado
suficiente congruencia en los datos respecto a las consecuencias y suficIentes
también diversidad, suficiente coherencia y homogeneidad en un grupo de
consecuencias pero también suficiente heterogeneidad porque son personas
diferentes con vinculas fam iliares, persona les y sociales diferentes y
evidentemente algunos de esos elementos van a ser obviamente diferentes.
Hemos entrevistado gente que son hijos, algunas que son madres, otras
personas que son papás a otros Que son hermanas. Decimos que hay también
desde el punto de vista de roles, no nos hemos centrado solamente en un t ipo
de relación familiar, sino de d iferentes relaciones familiares que tengan una
mayor representatividad a los resultados desde el punto de vista de entender
las dinámicas desde diferentes roles o desde diferentes personas en este caso.
[ ...] la representatividad es una representatividad amplia cuantitativa y
cualitativamente, es decir, puede haber algún elemento nuevo en las
circunstancias familiares o de algunas de las vlctlmas que haya podido tener,
por ejemplo , graves problemas psicológicos previos, que no nos hemos
encontrado en muestra antes del hecho yeso haber aumentado el nivel de
impacto, es posible pero no lo sabemos, pero globalmente yo, por mi parte de
los hallazgos de los Que vaya dar mi testimonio, son hallazgos como cuáles

son las tendencias centrales Que hemos encontrado en el análisis."95

Cabe señalar que ni la experticia del perito ni el contenido del peritaje fueron
objetados por el Ilustre Estado.

122 , En esta oportunidad, y a la luz de la prueba producida,
corresponde reiterar las sol icitudes orientadas hacia la adopción de medidas
de satisfacción, garantías de no repetición , rehabilitación y compensación del
daño material e inmaterial padecido por a las víctimas y sus familiares. Las
solicitudes de la Comisión encuentran soporte probatoria en la naturaleza de
las violaciones a la Convención Americana perpetradas, y los elementos de
prueba presentados.

123. La satisfacción como medidas de alcance general, tales como el
reconocimiento público de rasponsabtüdad'" son componentes esenciales del
concepto de reparación integral a las víctimas. En el presente caso, se ha
demostrado que los familiares de las víctimas han visto privados de la debida
protección judicial en aras a esclarecer los hechos y establecer
responsabilidades penales. Las medidas de satisfacción revisten especial

os
Tesnrnomo del doctor Carlos ¡~artin Berlstaln. euctencie pública del 22 de aDril de 2004,

ss
Corte I.D .H.. Caso cantora/ s enevtaes, Reparacones, 3 di'! dtclernbre c:le 2001, parte resolutiva

NO. 7 .
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importancia en este caso dada la gravedad de los hechos expuestos en la
demanda .

1. Garantías de justicia V no repetición

124 . En el presente caso la Comisión ha demostrado como la
impunidad agrava el perjuicio emociona l y matenal, el dolor causado por la
angustIa de no conocer el paradero de los fam iliares desaparecidos. En este
sentido, el esclarecim iento tota l de los hechos y el juzgamiento y sanción de
todos los responsables constituye una activ idad crucial en el proceso de
reparación del daño causado. Este derecho de los familiares y de la sociedad

97
a conocer la verdad ha sido reconocido por la Honorable Corte.
Adicionalmente, coincide con el deseo de los fam iliares de conocer la suerte
de sus seres queridos.

Yo quisiera saber qu ienes fueron 105 responsables para saber cómo sucedieron
las cosas, para saber por qué le hicieron daño a mi hijo. Yo quisiera que esos
hechos no quedaran en la oscuridad, que los responsables fueran castigados
para que no sigan haciéndole daño a las personas que t rabajan para el

sustento de sus padres y fam ilias : '

125. En este sentido, la Com isión t ransm ite a la Honorable Corte la
solicitud de los representantes de los fami liares de las víctimas en el sentido
que se con forme un grupo de t rabajo dedicado a establecer cómo suced ieron
los hechos e ident ificar los obstáculos que han man tenido estos crímenes en
la impunidad. Esto a fin de que, a partir de esa identi f icación, se determ ine
cuáles serían las med idas eficaces para impulsar y cu lminar las
investigac iones que conduzcan a la identificación, juzga miento y sanc ión de
todos los responsables .

126. Las consideraciones del peri to Carlos l"lartín Berlstain en la
audiencia del 21 de abril de 2004 respecto a los efectos de la impunidad
sobre la recuperación emocIonal de los fami lIares son particularmente
pertinentes :

Produce primero una mayor confusión de Qué fue lo Que pasó, yeso genera
más incertidumbre para víctima, Todas las personas necesitamos dar sentído a
los hechos traumáticos, tendremos Que tratar de encontrar algún sentido al
hecho, buscarle un por qué, por qué ha sucedido esto Sin saber siqu iera qué es
lo que ha sucedido [ ...] primero que es el reconocim iento público de la verdad
y que la verdad tenga un valor oficial que no sea una mera revelaclón de
nachos traumáticos sin saber muy bien qué , sino que tenga un valo r oficial,
que sea de alguna manera una parte de la historia real de la cual ellos se han

" Corte 1.0 .~ . , Caso Juan num oerto sencbez. Sentencia de 7 de Junio de 2003, Serie C No 99
;Jdr' 186 y 187.

" .necraraoon jur aca de Ana Murlllo de Chap! rro .
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sentido excluidos y no tenidos en cuenta, respecto a los hechos, respecto a los
responsables y respecto al por qué. He dicho que todas las víctimas tienen
una necesidad de encontrar un sentido al hecho traumático, una revelación de
la verdad tendría que ayudar no solamente a exponer el horror sino a
entender por qué se ha producido eso. Las personas descansarían
psicológ icamente mucho más [ . )

127. En este sentido, las personas que rindieron su testimonio ante la
Corte expresaron su Inconformidad con los resultados de las investigaciones,
en todos existe la convicción de que los responsables no han sido
sancionados y que es necesario que los agentes del Estado involucrados en
los hechos respondan por las consecuencias de su conducta. A este respecto
es important e tomar en consideración las manifestaciones de los familiares
de las víctimas que reclaman la necesidad de que el Estado asuma su
responsabilidad de manera oficial. 99 Los testimonios de los familiares
demuestran la sensación de angustia, impotencia y dolor por la impunidad
con que han sido amparados agentes estatales involucrados :

No, todos Jos militares que est uvieron supuestamente Implicados, los de alto
rango fueron absueltos, como el general Farouk Yanine Díaz para nosotros leer
eso es difícil por las mismas cosas que se condenaron a civiles, él fue
declarado inocente con las mismas pruebas. Eso es como una burla para

10 0
nosotros...

El que los hechos no se hayan esclarecido y que todos /05 responsables no
hayan sido Juzgados y sancionados nos produce mucha indignación e

101
Impotencia.

2. Esfuerzos orientados a localizar a las víctimas o sus
restos

128 . La Comisión en su escrito de reparac iones señaló la ímportancia
que para los familiares de las víctimas en este caso representa la búsqueda
seria y exhaustiva de los restos de las 19 víctimas y su devo lución al seno de

9Y Gr. declara ciones Juradas de Una Noralba Navarro Flórez "Yo esoereri» que la Corte
Interemcncsne h,ciera justicia que no Quedara impune lo ha estado durante estos 15 anos, que ha sido
uniJ sozobre. es una nube que está ahí pegada todavía porque no se han esclarecido los hechos"; Suney
nmora Jauregul Jaimes "Yo espero que Id Corte Intersmertcsne f1<JgJ Justicia y que los hechos salg:Jn :J I:J
luz públi ca, que salga lo que realmente ocurrió sin callar nada, que se haga justicia dt: verdad ..YD creo
que esto se podr/a lograr con un documental donde se recopilen los testtmootos de toda la gente, tanto de
los Que lo hicieron, como de los que sufrimos y que se dlvulg:Jr:J Incluso :J nlvel internacIonal "; Ofelia
Sauza de unoe "Yo sotktto a la Corte tnteremertcsne que haya clandad en los hechos, que se diga
verdaderamente qué pas6, porque las mvestlgaclones han estado pero no se ha aeao un resultado".

" e Testimomo de Alela ~dro Flórez, rendido en auc tancra publica del 21 de abnl de 2004.

101
oecrarec.cn Jurada de Carmen Barrera.

:
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su familia. Esta búsqueda debe consistir en un esfuerzo serio por parte del
Estado . La Honorable Corte ha señalado que esta acción "representa una
justa expectativa que el Estado debe satlsfacer con los medios a su
alcance/102 y que "asiste a los familiares el derecho el conocer dónde se

103
encuentran ros restos de su ser querido" .

129. En este caso, se ha demostrado que la falta de certeza sobre la
suerte de la víctlma incrementa el dolor de sus familias y perpetua su
incertidumbre acerca del destino de su ser querido. Las declaraciones
juradas y los testimonios rendidos ante la Corte por los familiares de las
víctimas son reiterativos, consistentes y coherentes en resaltar la
importancia y la necesidad de que el Estado explique dónde están sus
familiares y entregue sus restos.

Es muy terrible no saber dónde quedó mi hijo, hubiera sido un consuelo por lo
menos haber terudo el cadáver o los restos para darle cristiana sepultura y

saber d6nde quedó. Eso hubiera sido más humano...
10

•

Yo qursiera que por lo menos me entregaran un dedo de la mano de mi hijo,
aunque sea un pedacito para tenerlo conmigo. Yo creo que eso le daría a uno
por lo menos certeza de lo que pasó con él y además nos hubieran permitido

sepultarlo en alguna parte y poderlo vis itar como le sucede a todo el mundo. 105

A veces yo creo que él esta vivo porque no me han dado el cuerpo o los restos
de mi hijo. Yo a veces creo que como él quería irse para el exterior de pronto
está allá, pero me extraña que no haya llamado nunca, ni siquiera a la esposa
que tanto quería"o

Además uno no sabe donde quedaron, ni que les hicieron. Si por lo menos nos
hubieran devuelto el cuerpo tendríamos un poco de tranquilidad. Nosotros
quisiéramos que nos dijeran dónde está y que nos devuelvan el cuerpo o sus

li)"
restos

,,~

Corte I.D.H. Caso Aloeboetoe V Otros, Sentencia de ReparacloMs de 10 de septiembre de
1993, p<lrr. 109; caso Velásquez Rodríguez y Godinez crvz, Sentencia de Reparaciones de 21 ce jullo de
19B9; Caso Neira Alegria V Otros, Sentencia de Reparaciones de 19 de septiembre de 1996, párr, 69;
caso cseatto P!Jez, Sentencia de Reparaciones de J oe noviembre de 1997, párr . 90.

"3 Corte l.D.H .• CasoJuan Humberto sáncnez. Sentencia de 7 de j unio de 2003. Serie C No. 99,
párr. 187

.'" oecierecrcn j urada de Manuel Ayala Mantilla.

res Declaración jurada de Ana Mur.lla de Chaparro.

lOO
Declaración Jurada de Rosalblna Suárez de seuza.

",
Declaración Jurada de Carmen Barrera.

..
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Sí, lo considero muy Importante [se refiere a que se le diga dónde están los
restos de su hermano] . Para mí va a ser...si se lIegJra a ser eso sería duro
saber que tengo los restos de mí hermano que más adoraba. pero dolor...pero
satisfacción de saber que sr los tengo ahí y digo aquí está mi hermano, y

puedo llegar a echarlo en una bóveda, saber que allá están esos restos .. ."·

Una cosa que recuerdo de mi mamá es que el/a mientras vivó no permitió
tocar la ropa de mi hermano, mucho menos regalarla. Ella mantenía la ropa
cuidándola que no se fuera a dañar. ella la sacaba al sol para airearla. 100

130. Por su parte, el perito Carlos Martín Beristain señaló que este
paso es parte importante del proceso para completar las tareas de duelo:

[ ...] son tareas que est án muy cuestionadas en el caso de la desaparición
forzada . Uno, primero, porque el hecho es inaceptable per se, primero porque
no se sabe qué ha suced ido, no se tiene la certeza de la muerte, yeso hace
que el hecho sea además de súbito y traumático, per se, mucho más
Inaceptable porque no se t-enen los restos en el caso de pensar que la persona
hubiera podido fallecer y siempre hay una ambivalencia de las víctimas
respecto de qué es lo que sucedió con su familiar, eso hace que la aceptación
no se pueda dar [Oo.) una segunda cosa que ellos [se refiere a las entrevistas
con los familiares] es asociado a eso, la recuperación de los restos, o el saber
qué ha pasado con sus familiares, tener algunas evidencias. si es que están
muertos o no para poder enfrentar los hechos .. la ausencia de los restos hace
que para las víctimas sea mucho más difícil aceptar la muerte o la pérdida.
porque nunca hay una certeza sobre eso....la mayor parte de los familiares de
desaparecidos, quieren tener. necesitan las otras cosas también, verdad, etc.,
para poder hacer su proceso, pero también reclaman insistentemente la
devolución de algunos restos en el caso de que esas personas hayan sido
asesinadas o algo que le recuerde a su fam ilia r, aunque sea un pedacito de
ropa. aunque sea un nuestro, aunque sea cualquier cosa que tenga que ver

con su familiar, como algo que les ayude a hacer ese proceso [ oo .] .

131 Cabe señalar que a pesar de la información que surge de los
informes del DAS y de los testlmon ios recogidos ante los tribunales, los
familiares carecen de certeza oficial sobre la suerte o destino de sus seres
queridos y las autoridades no han adoptado medida alguna para satisfacer
esta necesidad. Ante la pregunta de si había recuperado el cadáver de su
esposo, Juan Montero, la señora Luz Marina Pinzón contestó:

~Cadáver? Si yo no sé SI está muerto [ ...) siempre he albergado la esperanza
110

de que esté vivo [...)

A esto agregó :

loa
Testtrno-uo de Wllmar Rodrlguez, eudienc.a públicadel 21 de abril de 2004.

1 ~9

Dectaración Jurada de Carmen Rosa Barrera Sánchez,

! ~ o

Test.rnon.o de Luz Mélrlna Pinzón , audiencia públicadel 21 de abril de 2002.
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Recién llegada a Bogotá, en una calle que llaman la "Calle del Cartucho" en
Bogotá. yo Iba en un bus y vr un indigente en la calle botado, pensé que era
Juan y tuve que bajarme del bus porque pensé Que lo había encontrado. [ ...]
porque mientras no... no se esclarezca la verdad, mientras no haya un
cadáver, para mí y para mi hija él no esta muerto, en el corazón de nosotros

11 1
albergamos la esperanza

132. Consecuentemente, el Ilustre Estado debe llevar acabo un
esfuerzo serio para establecer la suerte de los restos de las víctimas como
medida de reparación del daño ocasionado y de esa forma poner fin a la
incertidumbre en la cual se encuentran los familiares de las víctimas.

3. Reconocimiento público de responsabilidad
recuperación de la imagen y memoria de las víctimas

y

133. Dadas las características del Caso de los 19 Comerciantes las
medidas de satisfacción orientadas a la no repetición, se constituyen en un
aspecto central de la reparación, no sólo para los familiares de las víctimas
sino para la sociedad en general.

134. Según se desprende de los elementos de prueba aportados a la
Honorable Corte, quienes planearon y perpetraron la desaparición
consideraban que las víctimas podrían estar involucradas en la adquisición de
armas para fa guerrilla y que por lo tanto su desaparición serviría de ejemplo
para que otros se abstuvieran de apoyar a los grupos Insurgentes. Una vez
consumada la desaparición, esta creencia -carente de fundamento- tuvo un
impacto negativo en la reputación de las víctimas y -según indican las
distintas pruebas testimonlales- en la situación emocional de sus familiares .

135. Consecuentemente, la medida de reparación que responde a las
características del daño es la de la realización de un acto público de
desagravio. Los representantes de las víctimas consideran que el primer
mandatario debe pedir perdón a los familiares de las víctimas en vista de la
responsabilidad de 105 agentes del Estado en los hechos y comprometerse
con ellas y con la sociedad en su conjunto a la no repetición de hechos de
esta naturaleza. El perito señaló en audiencia la importancia de la
celebración de un acto público de este tipo y señaló:

que exista un reconocimiento público. que eso tengi) carácter oficial, Que la
verslón de los hechos de los familiares sea reconocida, son factores Que
ayudan a desprivatizar el daño ...En mi análisis les he preguntado en Qué
medida eso puede ayudarle a usted a fa recuperación personal y emocional,
etc., las respuestas que yo he tenido tienen que ver con primero, con que
haya una respuesta , Que el hecho no Quede en la Impunidad, la impunidad

11:' . . •
TestImoniO de Luz Milrlnil Plnz6n . audiencia publ ica del 21 ele ao rll de 2002.
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deja a las victímes en la cuneta de la historia la deja sin saber entonces que

valor tenía su famlllar
ll 2

Los representantes de las víctimas solicitan que este acto se encuentre
acompañado de una comunicación privada y personal del Presidente de la
República en la cual, con el nombre de la víctima y del familiar a quien se
dirige. se les reitere la manifestación pública, de manera que esta
comunicación sea un documento que integre el patrimonio personal de cada
uno de los familiares. Los representantes de las víctimas han señalado la
importancia de que el acto de desagravio provenga del PresIdente de la
República de Colombia en la medida en que fue a partir de las normas
dictadas por el Poder Ejecutivo, de donde surgieron las medidas legales y
políticas que dieron lugar al contexto dentro del cual tuvieron ocurrencia los
hechos.

136. Asimismo, 105 representantes de las víctimas y la Comisión
reiteran la pertinencia de producir un informe audiovisual sobre la
desaparición de las víctimas y el proceso seguido para esclarecer las
violaciones perpetradas. Esta medida encuentra Fundamento en las
expresiones de diversos familiares.

Yo quisiera Que el nombre de mi hermano se limpiara. que se dijera Que él era
un comerciante honesto, una persona de bien y no todas esas mentiras Que se
han dicho para hacerlos aparecer como los malos. Yo creo que eso se podria
lograr con un documental donde se recopilen los testimonios de toda la gente,
tanto de los que lo hicierun, como de los que sufrimos y que se divulgara

incluso a nivel Internacional
l1 J

La Com isión se explayó sobre las modalidades de este audiovisual en su
escr ito sob re reparaciones.

137. Adicionalmente como parte de la recuperación de la memoria de
las víctimas, 105 representantes de las victlmas y la Comisión solicitan a la
Honorable Corte se establezca un sitio que represente su lugar de descanso
final y de esa forma permitir un encuentro simbólico de los familiares con la
memoria de sus seres queridos, a quienes no han podido dar sepultura. Las
pautas para determinar el lugar y sus características, fueron expuestas por
los representantes de las víctimas y reflejadas en el escrito de reparaciones .
Sobre la necesidad e importancia para los familiares de contar con un lugar
representativo de sus familiares y la realización de ciertos ritos, el perito
señaló:

la ausencia de los restos hace Que la gente no pueda desarrollar los ritos
habituales en todas las culturas del mundo con sus diferencIas culturales, pero

11;-
Peritaje rendido por el doctor Carlos r'1artín senstam en la audiencia pública del 22 de abril de

2004 _

III oectarac rón Jurada de Suney Minora Jáuregul Jarrnes .

_.-.__._- ---
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todas las culturas tienen formas de recuerdo los farruliares, un lugar Que
consideran sagrado. o un lugar de reconocimiento de recuerdo; los ritos
ayudan separar la relación entre la vida y la muerte, la mitigar el daño de la
desapancrón, ayudan a tener un cierto reconocimiento social, el rito es un
lugar en el Que la gente puede expresar solidaridad y me puedo sent ir más
acompañado en la añicci ón. Todas esas cosas están muy bloqueadas en el
caso de la desepanoón f..-J 114

La elección del lugar debe ser fruto de una concertación con los familiares de
las víctimas e incluir una placa que relacione los hechos, los nombres de las
víctimas y la mención expresa de que su existencia obedece al cumplim iento
de la reparación ordenada por la Corte tnteramerlcana.

138. Según ha señalado la Honorable Corte, las consideraciones de
sus sentencias tienen de por sí un efecto reparador. En la audiencia pública
el Ilustre Estado se apresuró a alegar que en este caso no proceden otras
medidas de satisfacción, incluyendo cualquier tipo de informes o
manifestaciones distintas a la sentencia sobre el fondo o la definición de un
lugar que represente el descanso final de las víctimas. En vista de lo
revelado por el peritaje rendido ante la Honorable Corte, la Comisión y los
representantes de las víctimas reiteran su posición en el sentido que las
características de las violaciones perpetradas en el presente caso y su
impacto en Jos familiares de las víctimas requieren de la implementación de
medidas adicionales de reparación destinadas clarificar la verdad y a
recuperar la memoria de las víctimas.

139. En este caso, la naturaleza de los hechos, la magnitud de la
responsabilidad del Estado en su ejecución, el patrón de violaciones de
derechos humanos constatado y el Impacto en los familiares de las víctimas
dadas las informaciones sobre la forma en la cual habrían sido ejecutadas las
víctimas y mutilados sus cuerpos, justifican la necesidad de medidas
adicionales de satisfacción. Las declaraciones juradas y los testimonios
coinciden en resaltar la importancia de recuperar la memoria de las víctimas.
Los familiares de las víctimas coinciden en describir a sus seres queridos
como ciudadanos respetables que no debieron ser objeto de grotescos actos
de violencia. Asimismo resienten las falsas imputaciones sobre una presunta
relación con la guerrilla.

140. A ese respecto el peritaje rendido ante la Honorable Corte
demuestra la importancia de este tipo de medidas, en general, para los casos
de desaparición forzada V, en particular, para en este caso .

.. otra cosa que ayuda o puede ayudar a los fam iliares en el contexto de la
verdad, la reparac ión y la justlcla tiene que ver con el reconocimiento de la
dIgnidad de la victima, o sea, hay muchas víctimas de desaparición forzada
Que han vivido además de la desaparición de Su famil i<lr un desprecio a la

". PentaJerendido por el doctor Cerros Martln senste.n en la audrencta cuenca del 22 de aoruele
2004
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.r ·....

identidad o una cnminauzací ón a veces del familiar siendo acusado de cosas
frente a las cuales o no hay evidencias o cosas que no han sido aceptadas o
Investigadas respecto a su propia vivencia de sentirse como burladas en el
dolor cuando no hay respuesta social. La desaparIción tiene una causa social o
política en términos general, tiene Que ver con un hecho con una significación
política, pero no hay un reconocimie nto público del hecho yeso hace Que
muchas veces la experiencia se convierta en lo que nosotros llamamos la
privatización del daño, es decir, el daño pstcosoclal producido desde afuera se
convierte en una vivencia meramente individual, que yo guardo en mi corazón
de la cual es muy difícil compartir, salir [ ...] entonces el reconocimiento público
ayuda a liberar ese dolor tan encerrado en el corazón de la gente y a darle un
sentido mucho más social [ ...] tiene que haber una forma de reconocimiento
social de eso para que haya un proceso de recuperación [ ...] Primero es un
caso colectivo y he dicho antes Que el nivel Impacto de los casos colectivos en
la investigación muestra que es mayor que los hechos individuales . Es un caso
colectivo, pero también es un caso Que tiene una peculiaridad y es por lo
menos, por la información que yo tengo sobre él, tiene como dos partes, hay
un primer grupo de personas y después hay dos personas que son
desaparecIdas en el esfuerzo de la búsqueda de los desaparecidos, lo cual
conlleva también a un impacto muy grande en el sentido de que el resto de los
familiares ha temdo que bloquear cualquier esfuerzo por la búsqueda de la
verdad, porque ha visto las consecuencias que ha tenido para dos personas
que trataron de buscarlos, las consecuencias Que eso tuvo en su vida. De lo
que yo encontré en las entrevistas hay un gran smsenndo del hecho es decir,
aunque la mayor parte de los hechos traurn átrcos producen un stnsentído, para
muchos de los familiares entrevistados en este caso del sinsentldo es mucho
mayor porque no hay una coherencia entre la actividad que esas personas
realizaban con la desaparición forzada, es decir, el smsentído siempre se va
dar, pero a veces las personas pueden entenderlo más desde la perspectiva
potltlca, si es un Sindicalista que le ha sucedido yo no sé que puede tener una
mayor visión SOCial o polltlca del hecho [ . .] Yo d lría dos, restablecer 13
dignidad de las víctimas en este caso las personas desaparecidas. ASOCiada a
la desaparición hay una vivencia de dignidad arrebatada y hay una neces idad
de reconocimiento de la dignidad de las vlctlmas, de lavar el buen nombre y
eso ellos lo han planteado en muchos de las entrevistas y creo que en otras
experiencias, por lo menos en mi profesión también han sido cosas muy
importantes [ ... ] hay medidas sociales Que pueden ayudar a desprivatizar el
daño o deslnteriorizar ese daño, porque, esa no es una respuesta simplemente
psicológica, nene Que ver también con una respuesta SOCial, si no hay una
respuesta social de que se reconozcan los hechos, de que se reconozca la
dignidad de las vlctlrnas, etc., la lntericnzación del daño va a ser mucho
mayor. Entonces, que exista un reconocimiento públ ico , que eso tenga un
carácter oñcral, que la versi ón de los hechos de los familiares sea reconocida
públicamente, que la dignidad de sus fam iliares sea reconocida, son factores
Que ayudan a desprivatizar el daño [ ...] Es un conocimiento de la verdad
asociado al reconocimiento de la dignidad de las vlcttrnes, asociado al
reconocimiento de la injusticia del hecho 'f asociado a la necesidad de una
reparación y una justlcla frente a las vict.rnes, No es solamente el hecho de la
verdad como la confirmación del horror, porque la confirmación del horror
puede ser simplemente esa confirmación del horror, tiene que hacerse de una

manera que sea dignificante en este caso para las v lcttmas y los familiares .
lI s

a s
Peritaje rendido por el doctor Carlcs Martin Berl sta ln en lo auc.encia pública del 22 de abri l de

2004 .

- -'" . ~_ ..~. .. . _. ~ --_.. ---
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4. Establecimiento de un fondo de auxilio a familiares de

víctimas de desaparición forzada

14 1. La Comisión ha demostrado la sensación de profunda
desprotección , desorientación e Incertidumbre que afecta a los fam ili ares de
las v íctimas tras la desaparIción de sus seres queridos y así como el dolor,
las privaciones y limit aciones Que han padecido como consecuencia de estos
hechos y su fa lta de deb ido esclarecimiento judicial. En esta ocasión la
Com isión transmite nuevamente la pretensión de los representantes de los
fam il iares de las víctimas en el sentido de que se ordene el establecim iento
de un fondo económico para apoyar a los famil iares de las víctimas de la
desaparición forzada .

142. Los representantes de las víctimas indican que la Asociación de
Famil iares de Detenidos Desaparecidos (ASFADDES) ha brindado Importante
apoyo en la búsqueda de la verdad y la justicia en este caso y Que a través
de esta organización lograron el acceso a información sobre los hechos que
rodearon la desaparición de sus seres qu erIdos . Las declaraciones juradas y
los testimonios orales de Alejandro Flóre z y en los que se da cuenta de la
importancia del trabajo de la ASFADDES .

Nosotros no vo lvimos a buscar a mi herm ano porque nos decían que er a muy
pel igro y que mejor no nos met iéramo s por al/á y además no ten lamos
recur sos para pagarlos gastos de esa búsqued a. Lo que nosot ros nici rnos fue a
través de la Asociación de Detenidos Desapared dos (A5FADDES) lograr que se

nombrare un abogado que Impulsara las invest lgaclones.
1I 6

Asoclaci ón de Familias de Desaparecidos, era una organización de todas las
personas que habían perd ido algún fam iliar, entonces hacían cosas para
buscar los, mani festac iones, cosas así. y con mi mamá se abrió la ofici na en
Ocaña que fu e cerraca despu és que nosot ros salimos de ocaña . Ella empe zó a
trabajar en ASFADDES y al mIsmo t iem po en el Comité de Derechos Hum anos
de Ocaña y pues siempre hacian tall eres, cosas así, por ejemplo como en el 89
yo fui a un congreso de víct imas de desaparecldos y de la guerra suoa a

."denunciar la mue rte de mi papá.

Por lo anterior, la Corrusl ón transm ite a la Honorable Corte la solicitud de 105
rep resentantes de los fami liares de las víct imas para que se establezca un
fondo de apoyo y acompañamien to él los familiares de víctimas de
desaparici6n forzada que fac ilite la labor de ASFADDES.

'" DeclaraciÓn jur<ldJ de carmen Rose B~ rrc ra ssocnez.

a 7
Testimonio de AleJllndro Flórez en la audlencra pública celebrada el 21 de aoril de 2004.
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5. Medidas de rehabilitación: el establecimiento de
programas de salud para los familiares de las víctimas

143. Los estándares del derecho internacional establecen a la
rehabilitación como una medida de reparación para casos de violaciones a los
derechos humanos.

n e
En el presente caso, el perito describió los hallazgos

que obtuvo en las entrevistas con los familiares y el impacto de la situación
sobre su salud física y psicológica. Explicó que muchos de los entrevistados
no gozaban de acceso a servicios de salud por lo que recomendó el apoyo en
salud como medida de recuperación emocIonal. Destacó que esa ayuda
debfa concertarse con las personas directamente afectadas y debía ser de
carácter especializado. Vale decir que debe ir más allá de la atención
psicológ ica tradicional para no tener efectos contraproducentes. A este
respecto declaró:

Yo diría también que hay cosas relativas al apoyo en salud, realmente que son
bien Importantes, hay bastantes casos de personas que han tenido graves
problemas de salud, no solamente salud mental sino de salud física también y
hay una necesidad de crear un programa de atención en términos de apoyo a
la salud en condiciones, muchas familias han sido muy precarias y no tienen ni
siquiera ese derecho humano básico aseg urado... Y respecto al tratamiento de
recuperación posterior, creo que necesitan un proceso de acompañamiento
Que tenga en cuenta el carácter social y político del hecho y que entienda, un
tipo de ayuda ps icológica que entienda realmente la desaparición, no cualquier
tipo de ayuda psicológ ica Que no entienda las consecuencias de la desaparición
y también creo que necesitan para este proceso med idas Que son más
globales, cuando yo estaba hablando de que la verdad tiene un efecto
terapéutico, significa que es la verdad la Que ayuda al desvivir la
Incertidumbre, no ayuda una conversación conmigo en el marco tal vez de un
gab inete psicológico; tal vez ayuda en algo, pero hay cosas en las que no
ayuda . Las medidas sociales que tienen también un Impacto en el bienestar

emocional de la persona van más allá.
1l 9

144. El concepto del perito lleva a la Comisión a solicitar a la
Honorable Corte que declare que el Ilustre Estado t iene la obligación de
proporcionar servicios de salud, incluidos los programas de apoyo psicosocial
y familiar para los familiares afectados por la desaparición, conforme a sus
necesidades y la opinión de profesionales capacitados en el tratamiento de
los efectos de la violencia y la desaparicIón forzada.

"' Sene revisada ce pr tncípros y airectrlces sobre e, derecho de las v lct trnes de Violaciones
qraves a lOS derecnos humanos y al derecho humanitario a obtener reparación, preparada por el Sr. Theo
ven aoven ele conformidad con la decisrón 1995/117 de la Subcomisión. El prtnclpto 14 establece que; ' Se
proveerá rehabilitación, ' 11 que incluirá atenc.ón médica y psicológica, así como la prestación de servicios
Jurídicos y sociales." Cfr UN Doe E/CN.4/:2000/62 Basic principies and guldelines on the right to a remedy
ana reaeretlon tor vtcttms of viotettons of toternetionet human rlghts sna numsnttsrien law. Mr. Bassiou ni
p ~I'lC lplo 24 y UN Doe. E/OJ.4/SUD. 2/1996/18 Principies for tne ProtectiorJ ano Promotlon or Human
Rlgnts through ect.on to cornear impunity . I·\r Jolnet Prínclples , Principie 43.

... Perrteje renctdo por el doctor Carlos r~artrn Bertstain en la audrencra p úcuca del 22 de abrIl de
2004
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145. Por las anteriores razones solicitamos que la Corte reconozca

esta medida como mecanismo de reparación del daño, estos programas
podrían ser administrados por ASfADDES a través de la suscripción de un
convenio o mecanismo legal adecuado.

B. Compensación monetaria del daño material e inmaterial

146. La indemnización permite compensar con un bien útil,
universalmente apreciado, como el dinero, la pérdida o el menoscabo de un
bien diferente Que no es posible reponer o rescatar en virtud de su prop ia
naturaleza. En el presente caso, los representantes de las víctimas y la
Comisión consideran que el Ilustre Estado debe compensar monetariamente
a los familiares de Alvaro Lobo Pacheco, Gerson Javier Rodríguez Quintero,
Israel Pundor, Angel María Barrera Sánchez, Antonio Florez Contreras, Carlos
Arturo Riatiga Carvajal, Víctor Manuel Ayala Sánchez, Alirio Chaparro Murjllo,
Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rubén Emilio Pineda Bedoya, Gilberto Ort iz
Sarmiento, Reinaldo Corso Vargas, Luis Hernando Jáuregui Jaimes, Juan
Bautista, Juan Gómez, Luis Domingo Sauza Suárez, Juan Alberto Montero
Fuentes y José Ferney Fernández Diaz por las violaciones a la Convención
Americana presentadas en la demanda de fecha 24 de enero de 2001.

147 . Los representantes de las víctimas han señalado que la
cuantificación del daño debe abarcar todos los daños ocasionados y la
reparación integrar de los perjuicios que se generaron en las cuantías
máximas posibles dada la naturaleza de la vio lación, la calidad de los sujetos
punibles como miembros activos del Ejerc ito de Colombia, en nexos con el
servicio y en asocio previo, concomitante y posterior con grupos
paramilitares que contaban con su apoyo y consentimiento anterior y
ulterior. Señalaron que los parámetros a ut il izarse deben satisfacer no sólo
la reparación integral a las víctImas y sus familiares de manera pronta y
oportuna, sino también cobijar la expectativa social que genera un caso
como el presente .

resulta propio de la naturaleza humana Que toda persona sometida a las
agres iones V vejamenes - como en el presente caso- experimente un
sufrimiento moral [Corte I.D.H, Caso vetésquez Rodríguez, Sentencia de
Reparaciones de 10 de septiembre de 1993, párr. 52]. estimando Que no se
requ ieren pruebas para llegar a esta conclusión [Corte ID . H, Caso Atoeboetoe
y Otros, Sentencia de Reparaciones de 10 de septiembre de 1993, párr. 52 ;
Caso El Amparo, Sentencia de ReparacIones de 14 de septiembre de 1996,
oárr, 36]. Respecto de casos donde ha ten ido lugar la muerte de una persona,
la Corte ha manifestado Que el hecho mi smo de su producción causa daño
moral el cual debe ser reparado monetariamente conforme a criterios por ella

120
esta blecidos .

..::;;0
Corte I. D.H .. Caso Atoeboetoe, Sentencia de Repa rlOclones de 10 de sep tiernbre de 1993.

párr S2
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Los representantes de las víctimas consideran que a la hora de establecer la
compensación deb ida a los fam iliares de las víctimas deben tenerse en
cuenta los daños tanto patrimoniales como extra patrimoniales, perjuicios
que t ienen una causa directa en los hechos imputables por acción y/o
omisión al Estado colombiano.

148. la determInación del daño materia l depende de elementos como
tales como daño emergente y lucro cesante, a la luz de las características del
caso. En el 'presente caso, la determ inación de los montos Indemnizatorios
se estableció med iante la utilización del salario mínimo legal vigente para la
fecha de los hechos, con su respectiva actualización e incluidas las
prestaciones sociales.

149. En respuesta el Ilustre Estado alega que no existe prueba plena
sobre los ingresos de las víctimas, quienes ejerdan el comercio informal,
cuestionó el empleo del salario mínimo como parámetro ya que "es un simple
referente y no puede generar [ ..] prebendas" e indicó que no podían
reclamarse prestaciones sociales porque no hubo perjuicio. En suma, se
opone a lo que denomina como una "reparación sin fundamento fáctico
probado debidamente de acuerdo a las reglas de la sana crítica ."

150 . Según confirma la prueba testimonial producida en la audiencia
pública, las víctimas en el presente caso generaban sus ingresos med iante
activ idades informales, lo cual significa que existen registros oficiales de
ingresos, gastos o contabilidad. Por lo tanto, los representantes de las
víct imas -basados en la jurisprudencia de la Honorable Corte- realizaron los
cálculos correspondientes sobre la base de la expectativa de vida de las
personas según las tablas establecida para la Repúb lica de Colombia por la
Superintendencia Bancaria -el organismo del orden interno encargado de
vigilar y súper vig ilar a las compañías de seguros y el salario mínimo legal
v igente para cada uno de los años. Los representantes de los familiares de
las víctimas consideran que la cifra resu ltante es probablemente menor a la
de los verdaderos ingresos de las víctimas y el consecuente lucro cesante
pero se considera que esta me todo logía responde con mayor claridad a los
estándares establecidos en el sistema interamericano.

151. En efecto, la jurisprudencia de la Honorable Corte indica que
ante la ausencia de elementos probatorios que permitan la determinación de
ingresos de la víctima, corresponde recurrir a parámetros tales como el del
salario mínimo. Concretamente, en el Caso Villagrán Morales -y a pesar de
los argumentos en contrario esgrimidos por Estado- la Honorable Corte
in dlc ó que "a falta de información precisa sobre los ingresos reales de las
víctimas [ ... ] debe tomar como base el salario mín imo .,,121

l2l Cfr . co-te I.D.H., Caso oe los - Niños de lo) Calle" (VtlldgrJn Morales y otros) . ReparacIones
(art . 53 .1 Convenc i6n Americana sobre Derechos Humanos) . Ver tarnol én, Sentencia de 26 de mayo de
200 1. y Sene e No. 77, pa rro 179 . Coso Nelra Alegria ). otros . Reparaciones, párr. 49; Ceso El Amoar».
ReparaCion es, párr. 28 ; y Caso »toeboetoe y otros. Reparaciones, pé rrs . 6a y 89.
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152. La Comisión presentó a la Honorable Corte una liquidación
contable de la compensación monetaria solicitada por núcleo familiar de cada
una de las víctimas¡ anotando que en algunos casos se carece de la totalidad
de los datos que permitan una liquidación exacta. Dichos montos responden
a pesos colombianos¡ el valor del gramo oro¡ es el valor del gramo oro
previsto por el Banco de la República de Colombia¡ y el salario mínimo es el
colombiano.

153. En esta ocasión la Comisión reitera los conceptos presentados
en la liquidación contable que relaciona los daños sufridos con los miembros
del núcleo familiar de las víctimas y establece el monto de las
compensaciones monetarias de cada núcleo familiar por daños materiales y
morales respecto a cada uno de los derechos violados. Dicho documento
corresponde al Anexo 1 del escrito de reparaciones de la Comisión de fecha
24 de marzo de 2003. La cifra sol icitada por cada núcleo fami liar asciende a
un promedio US $107¡143 dólares estadounidenses¡ a ser actualizados al
momento en que efectivamente se ordene el pago de la correspondiente
indemnización a los famil iares de las víctimas .

D. Titulares de la reparación del daño material e inmaterial

154. El Ilustre Estado tiene la obligación de subsanar los efectos de
las violaciones cometidas contra las víctimas. La Honorable Corte ha indicado
"que el derecho a la indemnización por las daños sufridas por las víctimas
hasta el momento de su muerte se transmite por sucesión a sus herederos.
Por el contrario¡ los daños provocados por la muerte a los familiares de la
víctima o a terceros pueden ser reclamados fundándose en un derecho

: 22
propio".

155 . En este caso se ha demostrado la violación de la Convención con
respecto a los derechos de los 19 comerciantes y por ello¡ la Honorable Corte
debe considerar que los titulares de las reparaciones en el presente caso son
las siguientes personas:

1) Alvaro Lobo Pacheco

Padres:
María Cristina Pacheco de Lobo
Marco Aurelio Lobo Pineda¡ fallecido 4 de abril de 2000

Hermanos:

122 Corte I.D .H. C<l:>o Garrido lbaigorria, Sentencia de R.eparaclones de 27 de agosto de 199B,
;JMr. 50; Corte I.D.H .• CdSO Losvz» Ttunsvo, Senten cia de Rc~~raciones de 27 de noviembre de 1998,
párrafo 92 .

_..._ -
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Lubin Alfonso Lobo Pacheco
Aurel io Lobo Pacheco

• Nahún Lobo Pacheco
• Eliécer Lobo Pacheco
• Mariela Lobo Pacheco
• Marina Lobo Pacheco

Aristóbulo Lobo Pacheco

2) Gerson Javier Rodríguez Quintero

000770

Padres:
Edilia Rosa Quintero de Rodríguez, falleció el 30 de mayo de
1994
Eliécer Rodríguez Paliares

Hermanos:
• Wilmar Rodríguez Quintero

Yimmy Efrarn Rodríguez Quintero

3) Israel Pundor

Padres:
Ana Diva Quintero de Pundor
Fermín Pundor Palacios12

3

Hermano:
Luis José Pundor Quintero

Compañera permanente:
124

Nancy Estela Lobo Acosta

Hijos:
• Yamid Pundor Lobo

125
Leldy Pundor Lobo

4) Ángel María Barrera Sánchez

Padres:

123 Esta persona aparece como beneficiaria de tndemntzac ón en Su ca/;dad de padre de la
victima en la sentencia penal oruferida por el Juzgado un:co Penal del Circu ito Especializado de San Gil,
Santander, de 23 de marzo de 2001. La copla de esta sentencia lue remitida por el Estado colombiano a la
Corte el lS de abril de 200.2.

124 Los rarnrnares mforrn aron Que esta persona aparece como dem andante en las acciones
conte nc.osc adrrun .stratívas Que se tramitan en el ámb ito interno.

125 ¡b id
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Ramón Barrera, fallecido el 5 de Jul io de 1995
Delfina Sánchez, fal lecida el 29 de junio de 1998

Hermanos :
Carmen Rosa Barrera Sánc hez
José de Jesús Barrera Sánchez

Pnmo:
José Erasmo Barrera126

S) Antonio Florez Contreras

Padres
127

:

Librada Contreras

Hermanos:
Salomón Florez Contreras
Jorge Florez Contreras
Amelia R.osa Florez Contreras
Libardo Florez Contreras
Aydee Florez Contreras
Torcoroma Florez Contreras
Edilsa Florez Contreras
Nery del Socorro Florez Contre ras

Sobrina :

Una Nora lba Navarro Florez
128

Compañera Permanente :
Luz Marina Pérez Quintero

Hij os:
Alejandro Florez Pérez
Angélica Librada Florez Pérez
Nixon Andrés Florez Pérez
Magreth Karina Florez Pérez

Luis Antonio Villamizar Pérez
lZ9

126 Esta persona era pnrno de la v íct ima y co rwt v ló con ella como hermano , ya que fue CU idado y
errado por el señor Ramón Barrera Sáncnez, padre de la víct trna.

127 Según las Información suminist rada por los familiares. el señor Alejand ro Flórez. padre del
de.~ a pa rec ldo . murió un a;;o antes de la desaoancrón forzada.

128 Esta persona es hija de la señora Margoth del Carme n Flórez Contrera5. hermana de la
vicnrna, quien murió después de los hechos y por lo que SU nlj a seria la heredera de sus cerecne s.

129 Esta persona es tujo de Luz r1arlna Pérez.. compañera permanente de ID víct ima, Quien fue
Criado y quenco como un propio hoja desde la edad de 4 años.

_..._-
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6) Carlos Arturo Riatiga Carvajal

Compañera permanente:
, ' O \30Luz Mana Ar ias rtega

7) Vfctor Manuel Ayala Sánchez
13 1

Padres:
Manue l Ayala Mantilla
Braulia Sánchez de Mantilla

Hermanos:
• Cecilia Mantilla Sánchez

Socorro Mantilla Sánchez
Esperanza Mantilla Sánchez

• Alvaro Ayala Sánchez
Evila Mantilla Sánchez
Myriam Mantilla Sánchez
Martha Patricia Mantilla Sánchez
Jairo Mantilla Sánchez

Esposa:
Sandra Belinda Montero

Hijos:
, M . 132Victor Hugo Ayala antilla

• Juan Manuel Aya la Montero
Sandra Catherine Aya la Montero

8) Alirio Chaparro Murillo

Padres:
Juan de Jesús Chaparro Orozco
Ana Murillo Delgado

130 Esta persona aparece mencionada en la sentencia proferida por el Ju¡;gado un ico Penal del
Circuito Especializado de San Gil, Santander, el 23 de marzo de 2001 en el capitulo ccrrescond íonte a las
tncernn.zaciones. como compa ñera permane nte de Carlos Arturo Riatiga Carvajal .

131 La relación de 10 5 nombres de los padr es y nerrnenos de esta víct im a corre sponde alas
nomb reS y apell idos Que aparecen en los documentes Que se aportan a esta dema nda . A pesar de las
dltere nclas de apellidos entre algunos de ellos, todos son nerrnanos del mismo padre y madre. Estas
diferenCias en cuanto a los aoellldos obedecen a Url incidente que le ccurr ló al padre, Que afectó su
docurr-entaci ón,

132 Se trata de un hiJO ext-amatnrnoruct. Según el registro oe nacimiento el nombre de la madre
es luz Narla "'a M,IIa Rueda.
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Hermanos:
Luis José Chaparro Murillo
Marco Antonio Chaparro Murillo
Noemí Chaparro Murlllo
Raquel Chaparro Murillo
Mariela Chaparro Murillo
Juan de Jesús Chaparro Murillo

Compañera Permanente:
Rita Ariza Florez

Hijas:
Yeinny Alexandra Chaparro Ariza
Angie Vinllely Chaparro Ariza

9) Huber Pérez
D3

10) Alvaro Camargo

000773

Padres:
, 134

Bernardo Barragan Florez
• Leonor Camargo, fallecida elUde septiembre de 1998.

Hermanos:
Germán Barragán Camargo

• Myriam Barragán Camargo
Luis Fernando Barragán Camargo

• Luz Helena Barragán Camargo
Martha Cecilia Barragán Camargo
Rodolfo Barragán Camargo
Manuel Racero Camargo
Gustavo Camargo

• Gloria Amparo Camargo

Esposa:
Elba Marlen Meléndez

HIJos:
Nancy Camargo Meléndez
Edinson Andrés Camargo Meléndez

• Yatr Eduardo Camargo Meléndez

133 No se cuenta con ninguna Información que indique quienes pueden ser los fam, lIares de esta
person a Que sean benefi ciar ios de una reparación en est e caso.

134 Esta persona era el esposo de la señera Leonor Camargo y Quien cuidó de su hijo Alvaro
Carnarqo desde los cuatro años de edad.

.__ ._--- ..
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OOOT74
Compañera permanente:

Elizabeth Abril García

Hijos:
Johan Arley Camargo Abr il

11) Rubén Emilio Pineda Bedoya 1J5

Padres:
Juan de Olas Pineda Mirando

Hermanos:
Samuel de Jesús Pineda Bedoya
LUis Bernabé Pineda Bedoya
Jesús María Pineda Bedoya
H 'D ' Pi d d 136• ernan ano me a Be oya

• Carlos Alberto Pineda Bedoya
Jorge Enrique Pineda Bedoya

• Ana María Pineda Bedoya
• Luz Arcelia Pineda Bedoya
• Gloria Isabel Pineda Bedoya

María Briseida Pineda Bedoya
• Nubia Pineda Bedoya

12) Gilberto Ortlz Sarmiento

Padres:
• Abdón Ortlz
• Ana Oelina Sarmiento

Hermanos:
María Elisa ortíz Sarmiento
Humberto Ortiz Sarmiento
Osvaldo Ortiz Sarmiento
Marleny Ortiz Sarmiento
Evangelína Ortiz Sarmiento

Hija:

135 La lista de estos familiares corresponde a la Que hace parte de las persona s demandantes en
un prOCl;SO contencioso administra tivo en el ámbito Interno.

136 Esta persona aparece menc.cnaca en la sente ncia proferida cor el Juzqado Un/co Penal del
CirCUito EspeCializado del :23 de marzo de 2001, en el capltvtc de Indemnización, en su calidad de
nerrnano de la víctima. Esta sentencia fue aportad a por el Estado colombiano él la [arte en comunicació n
del 15 de abr il de 2002.

---.-- - ..
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Rudy Esther Ortiz Áivarez

13) Reinaldo Corso vargas

Padres:
Jorge Corso Viviescas
María Elvinia Vargas Herrera

Hermanos:
María Elena Corso Vargas
Fernando Corso Vargas
Jorge Corso Vargas
Mireya Corso Vargas
Alvaro Corso Vargas
Clara Inés Corso Vargas
Fany Corso Vargas

14) Luis Hernando Jáuregui Jairnes

000775

Padres:
Luis María Jáuregui Jáuregui, fallecido el 15 de enero de 1996
Teresa de Jesús Jalmes de Jáuregui, fallecida el 13 de febrero
de 2002

Hermanos:
Suney Dinora Jáuregui Jaimes
Marcela Elizabeth Jáuregui Jalmes
Lorena del Pilar Jáuregui Jaimes
Nubia Esperanza Jáuregui Jaimes
Eddy Stella Jáuregui Jalrnes

• Carlos Alberto JáuregUl Jaímes
Sonia Soledad Jáuregui Jaimes
José Francisco Jáuregui Jaimes
Juan Antonio Jáuregui Jalmes
Ruth Cecilia Jáuregui Jaimes

Esposa :
. 137

Luz Marleny Anganta Laguado

5)
. 138

1 Juan Bautista

137 Esta persona aparece, en Su calidad de espo sa de la v íctima, demandando en el proceso
ccntencoso aorntnrstranvo Que se tram ita en el ámbito Interno .

138 No se cuenta con ninguna lnfoernacl ón que Indique qui énes pueden ser los f:'lm lllares de esta
persona para Que sean reccnoc.dos como oene ñcienos de vne reparación en este caso .
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17) Luis Domingo Sauza Suárez

Padres:
Joaquín Sauza Villareal, fallecido el 16 de agosto de 1999
Rosalbina Suárez Bravo

Hermanos:
Flor Ángela Sauza Suárez
Marco Antonio Sauza Suárez
María Martha Sauza Suárez
Ernestina Sauza Suárez
Alfonso Sauza su érez
Ofelia Sauza Suárez

Esposa:
• Marina Céceres

Hijos:
Yudanl Patric ia Sauza Cáceres
Martha Yolima Sausa Cáceres
Luis Ornar Sauza Cáceres

18) Juan Alberto Montero Fuentes

Padres:
• Hilda María Fuentes Pérez

Juan de la Cruz Montero

Hermanos:
Yimmy Reynel Montero Fuentes

• Jackel1ne Montero Fuentes
Sandra Belinda Montero Fuentes

Esposa:
Luz Marina Pinzón Reyes

Hija :
Dina Luz Montero Pinzón

19) José Ferney Fernández Díaz"40

139 IlJía

140 E, listado de 105 familiares que se re laciona correspo nde a las personas que han demandado
ant e '" J url~dlccl6n contencioso ec mimstranve en el ámbito Interno.

_..-.- -
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Padres:
Lilia Díaz de Fernández

Hermanos :
• Jorge Julio Fernández Díaz

Libardo Fernández Díaz
María Dulibia Fernández Díaz

• María Celeni Fernández Díaz
María Omayra Fernández Díaz
José Ariel Fernández Dlaz
Nelson Fernández Díaz
Alba Unice Fernández Díaz

Sobrino:
Alexander Fernández Piraneque

000 77 7

156. En segundo término , en su condición de víctimas de la violación
al derecho a la integridad psíqu ica y mora l (artículo 5) y de l derecho a la
justicia (artículo 8.1 y 25) deben tenerse como beneficiarias de las
reparaciones correspondientes a las violaciones de los derechos a la
integridad psicológica y mo ral y protección judicia l, a todos y cada uno de los
fami liares antes relac ionados en su calidad de víctimas directas.

157. Cabe señalar que este listado de beneficiarios de reparaciones
no ha sido objetado en su conten ido ni autenticidad por el Ilustre Estado.
Finalmente, en relac ión con las personas respecto de las cuales no se cuenta
con la información necesaria para identificar a los famil iares que serían
beneñcíartos de una reparación en 105 términos de la Convención, es deber
del Estado ubicarlas, identificarlas y repararlas de acuerdo a lo que
establezca la Corte al momento de proferi r su fallo.

E. Costas y gastos de los familiares de las víctimas V sus
representantes

158 , La Comisión en su escrito de reparaciones solicitó a la Honorable
Corte determinar los gastos y costas en el caso de acuerdo a los estándares
establecidos en la jurisprudencia de l Sistema Interamericano. Cabe recordar
que dado el transcurso del tiempo, no ha sido posible determinar los gastos y
costas en Que incurrieron las víctimas y sus representantes ante Instancias
nacionales. La Comisión solicita a la Honorable Corte que dicte en equidad
una suma que deberá ser liquidada por el Ilustre Estado por concepto de
gastos y costas que las víct imas y sus represent antes han erogado frente a
las instancias naciona les.

__ _ _ _

.. .__.... - -
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141

159. En cuanto a las costas y gastos producidos por la actividad
desplegada por la víctima, sus derechohabientes y sus representantes para
obtener la resolución jurisdiccional en la que se reconozca la violación
cometida por el Ilustre Estado en este caso y se fijen sus consecuencias
jurídicas, y los gastos asumidos ante los órganos internacionales

142
, ante la

Comisión y ante la Honorable Corte, las organizaciones que representan a los
familiares de las víctimas han presentado una cifra actualizada Que incluye
los gastos también incurridos durante los años 2003 y 2004 .

160. Concretamente, la Comisión Colombiana de Juristas ha
informado que por la tramitación del caso ante el sistema interamericano de
derechos humanos desde 1996 hasta el presente sus gastos ascienden a la
suma de US $15,996.92. Se adjunta a ta presente una tabla en la cual se
detallan los gastos correspondientes. En cuanto a las costas o agencias en
derecho, la Comisión Colombiana de Juristas ha solicitado a la Comisión que
transmita su solicitud a la Honorable Corte para que ésta determine un
monto en equidad, tomando en consideración lo establecido en la legislación
interna, particularmente el artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, de
acuerdo a lo señalado en el escrito de reparaciones.

161. Por su parte, el Centro para la Justicia y el Derecho
Internacional (CEJIL) informó a la Comisión que en su calidad de
representante de las víctimas ante el Sistema Interamericano incurrió en la
suma total de US $3,929.08, por los gastos detallados en la tabla que sigue.

Audiencia sobre excepciones preliminares ante la Corte (La US $742.10
cifra incluye: 1 boleto aéreo ($532 .10), impuestos
migratorios ($50), y viáticos para cuatro días ($160 por día)
Audiencia sobre fondo y reparaciones ante la Corte US $ 686.98

(La cifra incluye: 1 boletos aéreo ($476.98 cada uno),
impuest os migratorios ($50), y viáticos para cuatro días por
cada audiencia ($160 por día) .

Teléfono y fax
Suministros (copias, papelería ... )

US $ 2.000
US $ 500

141 Corte LO,H, CJso toovzo Tamayo. Sentencia de Reparaciones de 27 de novlembre de 1998 ,
P<lIT . 176 .

142 corte LO.H . Caso aaena RIcardo y Otros, sentenca de Fondo de 2 de febrero de 2001.
pelIT . 204 ; Corte I.O.H. Caso La utume rentect á« ae Cristo. sentenoa ele Fondo de 5 de reorero ele 2001,
porr ~OO .

._ -- _
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VI. CONCLUSIONES FINALES Y PETICIONES SOBRE EL fONDO

Y LAS REPARACIONES

162. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho
antes expuestos, la Comisión Solicita a la Honorable Corte que concluya y
declare que

1. El Estado es responsable por la violaci ón de Jos derechos a la vida, la
integridad y la libertad personales en perjuicio de Alvaro Lobo
Pacheco, Gerson Roddguez, Israel Pundor, Angel Barrera, Antonio
FI6rez Contreras, Carlos Arturo Riatiga, Víctor Ayala, Alirio Chaparro,
Huber Pérez, Alvaro Camargo, Rubén Pineda, Gilberto ortíz, Reinaldo
Corso Vargas, Hernán Jáuregui, Juan Bautista, Alberto Gómez, Luis
Sauza, Juan Montero y Ferney Fernández, protegido por los artículos
4, S Y 7 de la Convención Americana.

2. El Estado es responsable de violar el derecho a la integridad psíquica y
moral de los familiares de las víctimas, previsto en el artículo S de la
Convención Americana .

3. El Estado es responsable por la violación del derecho al acceso a la
justicia y la protección judicial de las víctimas y sus familiares
consagrados en los artículos 8(1) y 25 de la Convención Americana así
como de Incumplir su obligación de asegurar el respeto de los
derechos previstos en ella conforme su artículo 1(1).

163. Con base en estas conclusiones la Comisión solicita a la
Honorable Corte que ordene al Ilustre Estado

1. Llevar a cabo una Investigación completa, imparcial y efectiva en la
jurisdicción ordinaria con el fin de juzgar y sancionar a los
responsables de la ejecución extrajud icia l de Alvaro Lobo Pacheco,
Gerson Rodríguez, Israel Pundor, Angel Barrera, Antonio Flórez
Contreras, Carlos Arturo Riatiga, Víctor Ayala, A/irio Chaparro, Huber
Pérez, Alvaro Camargo , Rubén Pineda, Gilberto Ortiz, Reinaldo Corso
Vargas , Hernán Jáuregui, Juan Bautista , Alberto Gómez, Luis Sauza,
Juan Montero y Ferney Fernández.

2. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares de las víctimas
reciban adecuada y oportuna reparación e indemnización por las
violaciones aquí establecidas.

3. Se Imponga al Estado Colombiano el pago de las costas y gastos en
que han incurrido los famil iares de las víctimas para litigar este caso
en el ámbito interno así como ante la Cornlslón y la Corte, y los
honorarios razonables de sus abogados.
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164, La eficacia misma del derecho reside en el principio de que toda

143
violación de un derecho protegido debe ser remediada. Los representantes
de las víctimas y la Comisión consideran que el Ilustre Estado debe proceder
a reparar las graves y prolongadas consecuencias de la violación a la
Convención, derivados de la desaparición y muerte de los 19 comerciantes.
Esta obligación del Ilustre Estado debe ser satisfecha a través de distintas
acciones. Es por ello, que en virtud los hechos y violaciones probadas, la
Comisión solicita respetuosamente a la Honorable Corte que disponga:

La obligación de aplicar las medidas de satisfacción, no repetición y
rehabilitación detalladas en el presente escrito¡

La obligación del Estado Colombiano de abonar las sumas
indernnlzat orlas solicitadas dentro de un plazo de seis meses a partir
de la fecha de la sentencia sobre reparaciones;

Que el pago de esa indemnización pueda realizarse en dó lares
americanos o equivalente en pesos colombianos;

Que a los efectos de la indemnización y el modo de pago se tenga en
cuenta la necesidad de mantener el poder adquisitivo de las sumas
adjudicadas, ten iendo en cuenta la depreciación y la devaluación de la
moneda;

Que el pago de la indemnización esté libre de impuestos, tanto
vigentes como los que puedan establecerse en el futuro;

Que se Imponga al Estado colombiano la ob ligación de pagar las sumas
indemnizatorias solicitadas como reembolso de costas y gastos
legales, a saber: para la organ ización CEJIL US$ 3,929.08 dólares;
para la Comisión Colombiana de Jur istas por concepto de gastos la
suma de US$ 15,996.92 dólares; establezca el pago de gastos en
equ idad por los gastos erogados ante las instancias nacionales y por
concepto de agencias en derecho o costas un valor a ser determinado
por la Honorable Corte,

finalmente la Comisión sol icita a Ja Honorable Corte que disponga en
su sentencia que segu irá entend iendo en el asun to hasta que se haya
certificado el cumplimiento de todas las medidas de indemnización y
reparación dispuestas.

,.,
"Oonde hay v íotact ón sin sanción O daño s l~ reparación, el Derecho entra en cr isis, no SÓlO

como Instrumento para reso lver Cierto litigiO. sino como método para resolverlos todos. es decir, para
asequrer la paz con justicia" , Sergio Gilrt:la Rilmlrez , -LilS reparaciones en el sistema Inter amerlc¡lI1o de
protecoon de los derechos humanos", trabajo presentado al Sem inario " El sistema Interamericano de
protl!CCl6n de los derecho~ numancs en e l umbral de . SIglo XXI" . San José, Costa R.lca (novrernbre de
1999) .

.~-- .
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